
| 29 |

*	 Este trabajo se ha realizado en el marco del Proyecto “Reforma constitu-
cional: dimensión institucional y territorial” (20639/JLI/18) financiado 
por la Fundación Séneca-Agencia de Ciencia y Tecnología de la Región de 
Murcia a través de la convocatoria Jóvenes Líderes en Investigación del 
Subprograma de Apoyo y Liderazgo Científico y la Transición a la Investi-
gación Independiente (Programa Fomento de la Investigación Científica y 
Técnica 2018).

**	 Profesora titular de Derecho Constitucional en la Universidad Carlos III de 
Madrid, Letrada del Tribunal Constitucional de España.

El acceso a la jurisdicción  
constitucional en España:  
explorar el refuerzo de la  
legitimidad de ejercicio*

Itziar Gómez Fernández**

Sumario: I. Algunas ideas introductorias y algunos conceptos 
básicos.  II. Legitimación procesal y acceso a la jurisdicción cons-
titucional: la preferencia por los legitimados institucionales. III. 
El acceso en condiciones de igualdad independientemente de los 
medios económicos disponibles: ampliación de acceso. IV. Digi-
talización de la justicia constitucional: ampliación de acceso. V. 
Especial trascendencia sin rostro social: limitación de acceso a 
la jurisdicción. VI. Una jurisdicción constitucional cuestionada 
y que debe cuestionarse su alejamiento de la ciudadanía. Biblio-
grafía.

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
https://www.juridicas.unam.mx/  
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

https://revistas.juridicas.unam.mx/  Libro completo en 
https://tinyurl.com/4fy5p7nd

DR © 2021. Instituto de Estudios Constitucionales 
del Estado de Querétaro



Itziar Gómez Fernández

| 30

I. Algunas ideas introductorias  
y algunos conceptos básicos

La Comisión de Venecia aprobó en su 85ª reunión plenaria1 un 
Estudio sobre el acceso individual a la justicia Constitucional. El 
párrafo 18 enmarca como primera observación general la si-
guiente:

Un cambio fundamental en la importancia de la protección consti-
tucional de los derechos humanos se ha producido en los últimos 
60 años en Europa y en otras partes. El respeto a los derechos hu-
manos es ahora considerado como parte esencial de cualquier so-
ciedad democrática. Los mecanismos que permiten a las personas 
invocar, directa o indirectamente, los derechos que les fueron con-
feridos son, en consecuencia, cada vez más importantes.

Lo que no dice de forma expresa el estudio, que analiza en 
detalle los mecanismos a que hace referencia esta observación 
en los países miembros de la Comisión de Venecia, es que en los 
años más recientes de esas seis décadas se ha puesto de manifies-
to una doble paradoja que no siempre es fácil de explicar desde 
el análisis teórico. 

De un lado, a un proceso histórico, político y legislativo en 
que se puso de manifiesto el interés por facilitar o flexibilizar 
el acceso a la jurisdicción constitucional, ha seguido otro en 
que el acento se ha colocado en la “protección” del modelo, y 
en particular de la capacidad de trabajo de su órgano principal 
de garantía,2 allí donde ese modelo era heredero del kelsenia-
no de control concentrado de constitucionalidad. Expresado en 
otros términos, sobre la base del análisis comparatístico se ve-

1	 Celebrada en Venecia el 17 y 18 de diciembre de 2010. El estudio aparece 
firmado por Gagik Harutyunyan, Angelika Nussberger y Peter Paczolay, y 
fue editado en Santiago de Chile en 2012, https://www.venice.coe.int/Web-
Forms/documents/default.aspx?pdffile=CDL-AD(2010)039rev-spa

2	 En este sentido interesa recomendar la lectura del trabajo dirigido por Ma-
tia Portilla, F. J. y González Alonso, A., La inadmisión de los recursos en 
defensa de los derechos: criterios jurisprudenciales de los Tribunales Supremo, 
Constitucional, de Justicia de la Unión Europea y Tribunal Europeo de Dere-
chos Humanos, Valencia, Tirant lo Blanch, 2019.
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rifica una pauta común en los ordenamientos con un sistema de 
acceso a la jurisdicción constitucional más abierto: la tenden-
cia progresiva a la restricción de acceso para evitar el colapso 
funcional. Exactamente esa misma pauta, que se identifica en 
España o en Alemania, es la que ha llevado a la aprobación de 
las últimas reformas del sistema jurisdiccional del Consejo 
de Europa.3 Así pues, podría decirse que a un movimiento de 
apertura sigue, casi indefectiblemente, unas décadas después, 
un movimiento de retracción llamado a controlar el acceso a 
la jurisdicción para garantizar el funcionamiento de la misma 
dentro de plazos razonables y en el marco de un tamaño insti-
tucional manejable. 

Ahora bien, las modificaciones normativas que se han tra-
ducido en restricciones del acceso directo a la jurisdicción 
constitucional, han coincidido con un período de crisis econó-
mica que ha debilitado la cohesión social, poniendo de relieve 
el carácter basilar de los derechos humanos y, en particular, de 
los derechos económicos y sociales, que apenas estaban empe-
zando a ser abordados y desarrollados adecuadamente por la 
jurisprudencia constitucional o regional de protección de los 
derechos humanos gracias a la configuración de estrategias de 
litigación en este sentido, en las que la capacidad de acceso a 
la jurisdicción ha resultado fundamental.4 Las cortes actúan  
a instancia de quienes acceden a ellas y abordan los problemas 
de quienes acceden a ellas, de modo que si el acceso se dificulta 
puede haber colectivos que queden fuera, y problemas especí-
ficos de estos colectivos que no sean conocidos por la jurisdic-
ción de los derechos. 

3	 Sobre este proceso, conocido como “Proceso de Interlaken”, véase toda 
la información en https://www.europewatchdog.info/en/court/interlaken-
process/. Para un comentario y descripción de fondo consultar Montesinos 
Padilla, C., La tutela multinivel de los derechos desde una perspectiva jurídico-
procesal. El caso español, Valencia, Tirant lo Blanch, 2017. Este mismo tra-
bajo profundiza en las modificaciones procesales de la justicia constitucio-
nal en España, y en las modificaciones del modelo del TJUE. 

4	 Para profundizar en la idea de litigación estratégica en materia de derechos 
humanos véase Rekosh, E.; Buchko, K. A. y Tervieza, V. (eds.), Pursuing the 
public interest: a handbook for legal professionals and activists, Nueva York, 
Columbia Law School, 2001.
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En paralelo, los populismos de este inicio del siglo xxi han re-
cuperado la idea de la objeción contramayoritaria5 para debilitar 
la legitimidad de las altas cortes en general, y de las cortes consti-
tucionales en particular.6 La crítica a la élite judicial pasa por ne-
garles legitimidad para oponerse a las decisiones adoptadas por 
el “pueblo” sea reunido en sede parlamentaria, sea expresado a 
través de referéndum, plebiscito u otro tipo de consulta. Pero la 
crítica obvia la idea de legitimidad de ejercicio,7 y la posición de 
los tribunales constitucionales como defensores de los derechos, 
en particular de los derechos de las minorías.8 El problema es 

5	 Sobre la objeción contramayoritaria y los discursos de oposición a la mis-
ma, véase Ferreres Comella, V., Justicia Constitucional y Democracia, Ma-
drid, Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, 1997.

6	 Son muchos los trabajos recientes en que se pone de manifiesto esta rea-
lidad, desde el punto de vista del análisis politológico. A mi juicio resulta 
particularmente esclarecedor el trabajo de Mounk, Y., El pueblo contra la 
democracia; por qué nuestra libertad está en peligro y como salvarla, Barcelo-
na, Paidós, 2018. En el mismo sentido puede citarse el más conocido tra-
bajo de Levitsky, S., Ziblatt, D., Cómo mueren las democracias, Barcelona, 
Ariel, 2018. Aunque, sin duda alguna, remontándonos algo más atrás en-
contramos la misma idea de tensión entre democracia y derechos, y la mis-
ma objeción en Nino, C. S., Juicio al mal absoluto, ¿hasta dónde debe llegar la 
justicia retroactiva en casos de violaciones masivas de los derechos humanos?, 
Buenos Aires, Siglo XXI Editores, 2015. 

7	 Para profundizar en la idea de legitimidad de ejercicio y legitimidad de ori-
gen véanse los siguientes trabajos: García Martínez, A., “El Tribunal Cons-
titucional. De la legitimidad de origen a la legitimidad de ejercicio”, Asam-
blea. Revista Parlamentaria de la Asamblea de Madrid, núm. 21, diciembre 
de 2009, pp. 107-143; Ferreres Comella, V., “El Tribunal Constitucional 
ante la objeción democrática: tres problemas”, en Actas de las XVI Jorna-
das de la Asociación de Letrados del Tribunal Constitucional. Jurisdicción 
Constitucional y Democracia, Madrid, Centro de Estudios Constitucionales, 
2011; Starck, C., “La legitimación de la Justicia Constitucional y el princi-
pio democrático”, Anuario Iberoamericano de Justicia Constitucional, núm. 
7, 2003, pp. 479-493.

8	 Sobre esta cuestión en particular resulta interesante la lectura de Ferrajoli, 
L., “Las fuentes de legitimidad de la jurisdicción”, Reforma Judicial. Revista 
Mexicana de Justicia, 2010, https://revistas.juridicas.unam.mx/index.php/
reforma-judicial/article/view/8772/10823. Sin referirse exclusivamente a 
la jurisdicción constitucional, sino a la jurisdicción en general, Luigi Ferra-
joli reflexiona sobre los fundamentos de la legitimidad de la jurisdicción, 
refiriéndose al carácter tendencialmente cognitivo de la jurisdicción que se 

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
https://www.juridicas.unam.mx/  
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

https://revistas.juridicas.unam.mx/  Libro completo en 
https://tinyurl.com/4fy5p7nd

DR © 2021. Instituto de Estudios Constitucionales 
del Estado de Querétaro



El acceso a la jurisdicción constitucional en España…

33 | 

que resulta más fácil justificar la elusión de este contraargumen-
to si se piensa en la reducción de acceso a las cortes por parte de 
la ciudadanía. Si la débil —o incluso inexistente— legitimación  
democrática de las cortes se compensa con una fuerte legitima-
ción de ejercicio de las mismas, basada especialmente en una 
posición de garantes de los derechos, es más sencillo contra ar-
gumentar el discurso populista, pero si esa posición ha quedado 
debilitada por el efecto combinado de la crisis de 2008 y de la 
limitación de acceso a la jurisdicción constitucional entonces las 
cosas se complican. Y es en este punto donde la evidencia parece 
apuntar a la idea de que, quizá, la protección del modelo no pasa 
por reducir el acceso al garante sino por ampliarlo, dotándolo 
de unos medios personales y materiales acordes con la carga de 
trabajo, reforzando simultáneamente el sistema de selección  
de magistrados, para reivindicar la naturaleza independiente de 
los mismos y, con ello, la legitimidad de ejercicio de las cortes. 

Esta idea da pie a avanzar en las reflexiones que siguen, y que 
pretenden analizar el grado de “accesibilidad” de la jurisdicción 
constitucional española. Es decir, su capacidad de apertura a la 
ciudadanía y, con ello, a la garantía de los derechos individuales 
y a la resolución de problemas relacionados con la aplicación y 
la interpretación de la Constitución que solo se plantea desde el 
análisis de supuestos concretos. Y como premisa de la reflexión 
proceder recordar que el nuestro es un modelo de jurisdicción 
constitucional concentrada en un Tribunal Constitucional, al que 
la Constitución y la ley orgánica reguladora atribuyen un amplio 
elenco de funciones y de herramientas procesales para llevarlas 
a cabo.9 Estas dos características —sistema concentrado con am-

dedica a verificar hechos o situaciones y que se reconoce por la motivación 
de hecho y de derecho; a la garantía de los derechos de los ciudadanos, 
principalmente los fundamentales y por tanto al papel de contrapoder de-
sarrollado por el poder judicial frente a los poderes de las mayorías; y a la 
confianza de los destinatarios del juicio. A algunas de estas ideas se hará 
referencia detallada en el texto. 

9	 No debe olvidarse que la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribu-
nal Constitucional, ha sido reformada en varias ocasiones con el objetivo 
de modificar los instrumentos procesales al servicio de salvaguarda de la 
supremacía constitucional. La Ley Orgánica 4/1985, de 7 de junio, supri-
mió el recurso previo contra leyes orgánicas que se recuperó, solo para los 
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plitud de funciones—, son fundamentales para formular un aná-
lisis certero de la apertura de la justicia constitucional en España, 
siempre que tengamos en cuenta que, cuando hablamos de acce-
sibilidad nos estamos refiriendo: 1) al desarrollo de mecanismos 
procesales que aseguren al ciudadano la condición de legitimado 
directo o indirecto en los procesos constitucionales; 2) al ase-
guramiento del acceso en condiciones de igualdad de todos los 
ciudadanos a la jurisdicción constitucional, y 3) a la necesidad 
de formular ajustes razonables a las personas que manifiestan di-
ficultades de acceso a la jurisdicción por estar en situación de 
particular vulnerabilidad.10

II. Legitimación procesal y acceso  
a la jurisdicción constitucional:  

la preferencia por los legitimados institucionales 

2.1. Planteamiento general 

Podemos entender por legitimación en los procesos constitucio-
nales, siguiendo a Torres Muro, “la capacidad de activar o poner 

Estatutos de Autonomía (que adoptan la forma de ley orgánica) con la Ley 
Orgánica 12/2015, de 22 de septiembre; La Ley Orgánica 6/1988, de 9 de 
junio, viene a introducir la primera restricción a la admisibilidad del recur-
so de amparo, al introducir la noción de manifiesta carencia de contenido, 
restricción que se amplia y acentúa cuando la Ley Orgánica 6/2007, de 
24 de mayo, introduce la noción de especial trascendencia constitucional 
como requisito que debe concurrir en un amparo para su admisión a trámi-
te; la Ley Orgánica 7/1999, de 21 de abril, introduce el “conflicto en defen-
sa de la autonomía local”; la Ley Orgánica 1/2010, de 19 de febrero, intro-
duce un mecanismo procesal de defensa de la “autonomía foral”, además 
de ampliar el objeto del control de constitucionalidad a las normas forales 
sobre fiscalidad; por último la Ley Orgánica 15/2015, de 16 de octubre, 
refuerza los procedimientos de ejecución de las resoluciones del Tribunal 
Constitucional. 

10	 Sobre esta cuestión en concreto, que no tendré la ocasión de desarrollar su-
ficientemente en estas páginas, véase Gómez Fernández, I., “Derecho a la 
justicia y vulnerabilidad en la Corte Interamericana y el Tribunal Europeo: 
confluencias”, en Santolaya Machetti, P., Wences, I. (coord.), La América 
de los derechos, Madrid, Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, 
2016, pp. 607-634. 
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en marcha, un proceso constitucional concreto”11 o, en palabras 
de García Roca, el derecho a “acceder a la jurisdicción constitu-
cional que otorga la posibilidad de iniciar un proceso y de dispo-
ner sobre la actividad alegatoria y sobre la pretensión procesal”.12 
Se defina como derecho, como facultad, o como capacidad lo 
único cierto es que la idea de legitimación entronca con la po-
sibilidad de acceder a la puerta del Tribunal Constitucional para 
llamar a ella, instando al órgano de control para que actúe. Al 
mismo tiempo el diseño de la legitimación va a tener un impacto 
directo sobre los temas de que tendrá conocimiento el Tribunal y, 
por tanto, sobre su concreto ámbito de actuación jurisdiccional, 
porque en nuestro sistema el Tribunal Constitucional jamás actúa 
de oficio, de modo que quien marca y define las líneas del debate 
constitucional en sede jurisdiccional es siempre el recurrente. 

Tal actuación, como ya se ha dicho, se articula a través de una 
diversidad de funciones que se organiza en torno a tres ejes: la de-
puración del ordenamiento a través del control de constituciona-
lidad de las normas con rango de ley; el arbitraje de los eventuales 
conflictos constitucionales que pudieran surgir entre los órganos 
o entidades territoriales a quien la Constitución encomienda la 
gestión del poder; y la garantía individual de los derechos funda-
mentales. Este abanico amplio y abierto de funciones va a con-
cretarse a través de una serie de procedimientos cuya activación 
se atribuye, mayoritariamente, a legitimados institucionales que 
no actúan en defensa de la Constitución por ostentar un interés 
individual legítimo, sino por identificarse como titulares de una 
determinada institución, órgano o facción de órgano, u ocupar 
determinado cargo o función pública (como el ministerio fiscal o 
el Defensor del Pueblo, por ejemplo) que les confieren una espe-
cial importancia en el sistema constitucional.13 

11	 Torres Muro, I., “Problemas de legitimación en los procesos constitucio-
nales”, Revista de Derecho Político de la Uned, núms. 71-72, enero-agosto de 
2008, pp. 609-640 (en particular p. 609).

12	 En esta misma línea también lo define Sánchez Morón, M., “La legitimación 
activa en los procesos constitucionales”, Revista Española de Derecho Cons-
titucional, núm. 9, septiembre-diciembre de 1993. 

13	 En este sentido véase Torres Muro, I., “Problemas de legitimación..., cit.,  
p. 612.
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2.2. Legitimados para formular  
el control de constitucionalidad

El control de constitucionalidad de las normas con rango de ley 
(art. 162.1.a de la Constitución Española, en adelante CE) se acti-
va, exclusivamente, por la acción de legitimados institucionales. 
La interposición del recurso de inconstitucionalidad (art. 32 de 
la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal Constitu-
cional, en adelante LOTC) y del recurso previo frente a proyec-
tos de Estatutos de Autonomía (art. 79.3 LOTC) está atribuida al 
presidente del Gobierno, el Defensor del Pueblo,14 50 diputados, 
50 senadores,15 los órganos ejecutivos de las comunidades autó-
nomas y las asambleas de las mismas.16 La legitimación para la 
interposición del recurso previo de inconstitucionalidad frente a 
tratados internacionales se atribuye al Gobierno o a ambas cáma-
ras (art. 78.1 LOTC).

14	 En el caso del Defensor del Pueblo, si bien su labor institucional se limita 
a la garantía institucional de los derechos recogidos en la Constitución, se  
da la particularidad de que no queda limitado a impugnar normas con fuer-
za de ley por su oposición a esos mismos derechos, tal y como se reconoce, 
entre otras, en las SSTC 150/1990, de 4 de octubre y 274/2000, de 15 de 
noviembre. Véanse al respecto las reflexiones de Díaz Crego, M., “Defensor 
del Pueblo y Justicia Constitucional: entre la declaración de intenciones y 
el exceso competencial”, Teoría y Realidad Constitucional, núm. 26, 2010, 
pp. 307-349.

15	 El trabajo de Torres Muro previamente citado, nos recuerda que las mino-
rías parlamentarias con legitimación ante el Tribunal, son una agrupación 
ocasional de parlamentarios que se unen a los efectos de impugnar la nor-
ma con rango de ley, de modo que es preciso poner de manifiesto ante el 
Tribunal la congregación de voluntades individuales, y el apoderamiento 
del que actúa como portavoz. No se trata, por tanto, de un acceso al Tribu-
nal de los parlamentarios individualmente considerados, sino de una agru-
pación ad hoc de parlamentarios que aúna tales voluntades para alcanzar la 
facultad de recurrir. 

16	 Si bien se restringe formalmente la legitimación de los órganos de las co-
munidades autónomas limitando el objeto de su facultad de incoación del 
control a las normas que afecten a su ámbito de autonomía (art. 162.1 a) CE 
y 32.2 LOTC), el desarrollo jurisprudencial de esta limitación ha tenido a 
matizarla hasta casi hacerla desaparecer. A este respecto merece ser citada 
la obra de Allúe Buiza, A., Legitimación de las Comunidades Autónomas en el 
recurso de inconstitucionalidad, Valladolid, Publicaciones de la Universidad 
de Valladolid, 1992.
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El planteamiento de la cuestión de inconstitucionalidad (art. 
163 CE y arts. 35 y ss. LOTC) es una facultad exclusiva del juez 
del procedimiento a quo. A diferencia del modelo francés de la 
question prioritaire de constitutionnalité (QPC) por ejemplo, que 
atribuye un papel protagonista a los ciudadanos en la fase a quo 
del procedimiento, porque el juez ordinario no puede plantear la 
cuestión de oficio, en el modelo español el órgano judicial es el 
protagonista del sistema.17 El único sujeto facultado para plantear 
la cuestión, con el acuerdo o la oposición de las partes en el pro-
cedimiento de instancia que, si bien deben ser escuchados respec-
to de la duda de constitucionalidad surgida (art. 35.2 LOTC), no 
tienen por qué ser atendidos en sus demandas o planteamientos. 

Siendo cierto lo anterior, también lo que es que la Ley Orgáni-
ca (LO) 6/2007 facilitó el acceso a la jurisdicción constitucional 
a los sujetos parte en el procedimiento de instancia, en el marco 
de la tramitación procesal de una cuestión de inconstitucionali-
dad ya admitida a trámite, y en el plazo de los 15 días siguientes 
a la publicación en el Boletín Oficial del Estado de tal admisión. 
De este modo su opinión favorable o contraria a la existencia de 
contradicción entre la norma cuestionada y la Constitución, tie-
ne la opción de ser presentada ante la jurisdicción constitucional 
directamente. Esta reforma de la LOTC viene a dar cumplimien-
to a la sentencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos 
(TEDH) de 23 de junio de 1993, en el asunto Ruiz Mateos vs. 
España, aportando, quizá con cierto retraso, una garantía de no 
repetición de la vulneración del derecho a un proceso (constitu-
cional) equitativo. 

En los apartados 57 a 59 de aquella sentencia, el TEDH re-
conoce que no le compete pronunciarse en abstracto sobre la 
proyección del artículo 6.1 del Convenio Europeo de Derechos 
Humanos (CEDH) a la jurisdicción constitucional, pero si ase-
gurarse de que los tribunales constitucionales preservan los de-
rechos de los actores en el seno del proceso. El Tribunal de Es-
trasburgo identifica asimismo que el único medio indirecto de 
que disponía el recurrente para quejarse de una infracción de su 

17	 Véase Bonet, J., Gahdoun, P-Y., “La recevabilité de la QPC”, La question 
prioritaire de constitutionalité, París, Presses Universitaires de France, 2014, 
p. 29. 
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derecho de propiedad (art. 33 CE), por la expropiación conteni-
da en una norma con rango de ley, era el que le proporcionaba so-
licitar el planteamiento de una cuestión de inconstitucionalidad, 
habida cuenta de que ni siquiera el recurso de amparo estaba a 
su disposición en este caso, al referirse a un derecho extramuros 
de este procedimiento. La sentencia, en su párrafo 63, concluye 
que “[...] si bien los procedimientos constitucionales presentan 
unas características propias que tienen en consideración la espe-
cificidad de la norma que ha de aplicarse y la importancia de la 
decisión que debe dictarse para el sistema jurídico vigente; tam-
bién buscan permitir a un órgano único estatuir sobre un gran 
número de casos que afectan a temas muy diversos [...]”, lo cierto 
es que, como en el supuesto de hecho concreto, puede ocurrir 
que esos procesos constitucionales “[...] se refieran a una ley que 
concierne directamente a un círculo restringido de personas. Si 
en tal caso se somete la cuestión de la constitucionalidad de la 
ley al Tribunal Constitucional en el marco de un procedimien-
to relativo a un derecho de naturaleza civil, del que son parte 
personas pertenecientes a ese círculo, en principio debe garan-
tizárseles libre acceso a las observaciones de las otras partes y 
una posibilidad verdadera de comentarlas [...]”. En suma, la ga-
rantía de igualdad de armas derivada del artículo 6.1 del CEDH 
debe extenderse a los procesos constitucionales allí donde esté 
justificado, estándolo en los supuestos de leyes de caso único o 
dirigidas a un número individualizable de interesados. Como se 
deduce fácilmente de la lectura de la actual redacción del artícu-
lo 35.2 de la LOTC el reconocimiento de la participación de las 
partes del procedimiento a quo va más allá de lo que apuntaba la 
sentencia de Estrasburgo y asume que, más allá de la igualdad de 
armas, es preciso garantizar la posibilidad de defensa de los inte-
reses individuales, que están presentes en la instancia y que, sin 
duda, vendrán condicionados por el resultado final del juicio de 
constitucionalidad realizado en el procedimiento en sede cons-
titucional.

Si bien no podemos hablar de legitimados individuales res-
pecto de la cuestión de inconstitucionalidad, ni de acceso direc-
to, como bien reconocía la sentencia del TEDH, si se trata de una 
vía de acceso indirecta al Tribunal Constitucional que no estaba 
prevista en la primera versión de la LOTC. 
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2.3. Legitimados en el marco  
de los conflictos constitucionales 

Por lo que hace al arbitraje de los conflictos, este eje funcional 
se desarrolla a través de los conflictos de competencia positivos 
y negativos (art. 60 LOTC),18 de los conflictos de atribuciones 
entre órganos constitucionales (arts. 59.1.c y 73 LOTC),19 de los 
conflictos en defensa de la autonomía local (art. 75 ter 1 LOTC20 
y disposición adicional cuarta LOTC) y de las impugnaciones del 
artículo 161 de la Constitución, proceso conocido como impug-
naciones del título V (de la LOTC) o IDA (art. 76 LOTC),21 esto 
es “impugnación de disposiciones autonómicas”.

En todos ellos, con una sola excepción, se reconoce la legiti-
mación para incoar los procedimientos a legitimados institucio-
nales, privilegiando siempre a los legitimados estatales frente a 

18	 Según el art. 63 LOTC pueden instar el planteamiento de los conflictos de 
competencia el Gobierno del Estado o los órganos ejecutivos superiores de 
una Comunidad Autónoma.

19	 Los conflictos de atribuciones pueden ser incoados por el Gobierno, el 
Congreso de los Diputados, el Senado o el Consejo General del Poder Judi-
cial según el art. 59.1.c) LOTC, y por el Tribunal de Cuentas según el art. 8 
de la Ley Orgánica 2/1982, de 12 de mayo, del Tribunal de Cuentas.

20	 Dispone el precepto que están legitimados para plantear este tipo de con-
flictos: “a) El municipio o provincia que sea destinatario único de la ley; b) 
Un número de municipios que supongan al menos un séptimo de los exis-
tentes en el ámbito territorial de aplicación de la disposición con rango de 
ley, y representen como mínimo un sexto de la población oficial del ámbito 
territorial correspondiente; c) Un número de provincias que supongan al 
menos la mitad de las existentes en el ámbito territorial de aplicación de 
la disposición con rango de ley, y representen como mínimo la mitad de la 
población oficial”. Adicionalmente, la DA4ª reconoce la legitimación a las 
Juntas Generales y las Diputaciones Forales de cada territorio histórico 
cuando el ámbito de aplicación de la ley afecte directamente a la Comuni-
dad Autónoma del País Vasco. 

21	 La interposición del IDA, por ejemplo, queda reservada al Gobierno del Es-
tado, no estando a disposición de los ejecutivos autonómicos y permitien-
do la suspensión automática de la resolución impugnada, del mismo modo 
que se permite esta suspensión cuando es el presidente del Gobierno quien 
incoa un recurso de inconstitucionalidad contra una norma autonómica, o 
cuando se interpone un conflicto positivo de competencias por parte del 
Estado, según dispone el art. 161.2 CE. 
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los legitimados autonómicos o locales,22 siendo particularmente 
exigentes los criterios de legitimación respecto de estos últimos. 
La excepción se identifica en relación con los conflictos negati-
vos de competencia, que podrán ser instados por las personas 
físicas o jurídicas interesadas en activar la acción administrativa 
del Estado o de alguna Comunidad Autónoma (art. 60 LOTC). 
Ahora bien, el procedimiento previo a la incoación del conflicto 
ante el Tribunal Constitucional es tan complejo (véanse los arts. 
68 a 72 LOTC) que los ejemplos en que un procedimiento de este 
tipo ha concluido con una sentencia se limitan a tres, identifica-
dos con las SSTC 300/1993, de 20 de octubre; 37/1992, de 23 
de marzo, y 156/1990, de 18 de octubre. Tres sentencias de un 
total de 23 procedimientos incoados, la mayoría de los cuales han 
sido inadmitidos por auto que o bien determinaba el inadecuado 
agotamiento de la vía judicial previa,23 o bien constataba que las 
reivindicaciones planteadas no eran estrictamente competencia-
les o no exigían el pronunciamiento del Tribunal sobre el reparto 
de competencias.24

 2.4. Legitimación para interponer 
el recurso de amparo

2.4.1 Una legitimación mixta  
y excluyente de la acción popular

Por último, el recurso de amparo [art. 53.2 y 161.1.b) CE] se pre-
senta como mecanismo específico de garantía de los derechos 
fundamentales por parte del poder ejecutivo, administración 
pública, poder judicial y administración parlamentaria. Si bien 

22	 En este sentido véase Torres Muro, I., “Problemas de legitimación…, cit., p. 
627.

23	 Es el caso de los AATC 168/2019, de 10 de diciembre; 163/2012, de 13 de 
septiembre y 15/2011, de 15 de febrero.

24	 Sucede en los AATC 252/2014, de 21 de octubre; 251/2014, de 21 de oc-
tubre; 207/2014, de 22 de julio; 269/2001, de 16 de octubre; 169/2001, de 
21 de junio; 192/1998, de 15 de septiembre; 303/1994, de 8 de noviembre; 
268/1994, de 4 de octubre; 357/1990, de 2 de octubre; y 322/1989, de 6 
de junio.
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el respeto de los derechos fundamentales por parte del legisla-
dor estatal, autonómico o internacional se articula a través de 
los mecanismos de control de constitucionalidad de las normas  
con rango de ley, y el recurso de amparo actúa sobre los conflic-
tos específicos derivados de la aplicación de la norma, en ocasio-
nes puede ser un mecanismo útil para poner de manifiesto le-
siones que proceden directamente de las previsiones legales que 
los demás poderes aplican. En estos casos se abre la posibilidad 
de que el Tribunal se plantee, como órgano judicial a quo en el 
procedimiento de amparo una cuestión interna de constituciona-
lidad (art. 55.2 LOTC).25

La legitimación, en el caso del recurso de amparo, es mixta y 
excluye la legitimación popular tal y como se apuntó desde la pri-
mera jurisprudencia constitucional, particularmente en el ATC 
399/1982, de 15 de diciembre.26

Y si la calificamos como “mixta” es porque, de un lado, se 
admite la legitimación institucional del Defensor del Pueblo27 y 
el Ministerio Fiscal28 (art. 162.1 b CE). Y de otro, se abre la juris-

25	 Este precepto establece que “en el supuesto de que el recurso de amparo 
debiera ser estimado porque, a juicio de la Sala o, en su caso, la Sección, la 
ley aplicada lesione derechos fundamentales o libertades públicas, se ele-
vará la cuestión al Pleno con suspensión del plazo para dictar sentencia, de 
conformidad con lo prevenido en los arts. 35 y siguientes”.

26	 Sobre este particular véase Torres Muro, I., “Legitimación en los procesos 
constitucionales e intereses colectivos”, en Carbonell Porras, E., Cabrera 
Mercado, R., Intereses colectivos y legitimación activa, Thomson Reuters 
Aranzadi, 2014, pp. 119-135. También se refiere a esta cuestión González 
Trevijano, P.J., “La legitimación en el recurso de amparo: los interesados 
legítimos”, Revista de Derecho Público, núm. 98, 1985, pp. 23-67.

27	 Sobre la polémica legitimación del Defensor del Pueblo véase Díaz Crego, 
M., op. cit. Esta autora se refiere a un exceso competencial del Defensor del 
Pueblo en el control abstracto, porque no se limita a su función de garante 
institucional de los derechos fundamentales, y ello en el marco de un mode-
lo de acceso restringido al control de constitucionalidad. Y, al tiempo, veri-
fica una dificultad manifiesta de actuar en el seno de los procedimientos de 
amparo que hace devenir casi ineficaz el reconocimiento de su legitimación. 

28	 La legitimación institucional del Ministerio Fiscal se deriva de las funcio-
nes reconocidas constitucionalmente de “promover la acción de la justicia 
en defensa de la legalidad de los derechos de los ciudadanos y del interés 
público tutelado por la ley” (art. 124.1 CE). Sobre la legitimación del Mi-
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dicción constitucional a la ciudadanía, esto es a todos los sujetos 
que han sido objeto de alguna decisión administrativa o jurisdic-
cional de los poderes públicos, siempre que invoquen un interés 
legítimo (art. 162.1 b CE). 

Así, el recurso de amparo constitucional permite al ciudada-
no que entiende vulnerados sus derechos fundamentales, y que 
sostiene que esa vulneración no ha sido reparada por la juris-
dicción ordinaria o incluso ha sido provocada por esta, acudir al 
Tribunal Constitucional. Las condiciones serán, en lo que ahora 
nos interesa destacar, apenas dos: i) que la vulneración pueda im-
putarse a la actividad sin valor de ley de los parlamentos (art. 42 
LOTC), a cualquier actuación administrativa (art. 43 LOTC), o a 
las resoluciones de los tribunales de justicia (art. 44 LOTC), de 
lo que se deduce que no cabe la impugnación por la ciudadanía 
y a través del recurso de amparo, de las normas con rango de 
ley lesivas de los precepto alguno de la Constitución, y ii) que se 
asegure el respeto al principio de subsidiariedad, de modo que  
se hayan agotado los recursos previos disponibles antes de llegar 
a la jurisdicción constitucional, bien en sede parlamentaria (art. 
42 LOTC), bien en sede jurisdiccional (arts. 43 y 44 LOTC).

Por tanto el control abstracto de inconstitucionalidad a través 
del recurso previo y del recurso sucesivo de inconstitucionalidad 
se reserva a legitimados institucionales, mientras que la defensa 
de los derechos fundamentales no queda restringida a la garantía 
facilitada por este tipo de control, sino que se amplía gracias a la 
herramienta facilitada por el recurso de amparo a todo sujeto que 
pueda mostrar la existencia de un interés legítimo. 

2.4.2. Una legitimación basada  
en la existencia de un interés legítimo

Llegados a este punto, es imprescindible recordar que la noción 
de “interés legítimo” en este caso es más amplia que la de titu-

nisterio Fiscal y el escaso uso que hace de la misma, véase Pérez Tremps, 
P., “El acceso al recurso de amparo”, Teoría y Metodología del Derecho. Estu-
dios en homenaje al profesor Gregorio Peces-Barba, Madrid, Dykinson, 2007, 
vol. II, pp. 979-1004. 
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laridad del derecho fundamental, aunque obviamente el titular  
del derecho fundamental cuya vulneración se denuncia, detenta 
el interés legítimo en instar su defensa y garantía. Aunque tam-
bién es necesario reconocer que seguir la jurisprudencia consti-
tucional no ayuda siempre, con total certeza, a identificar ade-
cuadamente los límites del interés legítimo.29

Si parece estar claro que tal interés está presente allí donde 
el recurrente en amparo pueda mostrar que ostenta cualquier in-
terés en sentido propio, o que ha sido parte en el procedimiento 
de instancia que constituye la vía judicial previa al amparo.30 La 
jurisprudencia constitucional lo establece de forma inequívoca 
en la STC 214/1992, de 11 de noviembre cuando dice que

[…] a diferencia, pues, de otros ordenamientos, tales como el ale-
mán o el propio recurso individual ante la Comisión Europea de 
Derechos Humanos [art. 25.1 a) CEDH], nuestra Ley fundamental 
no otorga la legitimación activa exclusivamente a la “víctima” o ti-
tular del derecho fundamental infringido, sino a toda persona que 
invoque un “interés legítimo”, por lo que, a los efectos de determi-
nar si la recurrente observa o no el requisito constitucionalmente 

29	 Pérez Tremps, P., “El acceso al recurso de amparo”..., cit., p. 994. Este autor 
afirma: “[...] si se sigue la jurisprudencia constitucional, es difícil trazar lí-
neas generales a la hora de concretar el concepto, que resulta más o menos 
amplio en función de las circunstancias de cada caso, del derecho en cues-
tión, etc. […] Por tanto, la jurisprudencia resulta en extremo casuística. Co-
herentemente con esa casuística, el Tribunal ha rechazado expresamente 
criterios interpretativos muy expansivos del concepto de “interés legítimo” 
apoyándose en la particular naturaleza que poseen los derechos fundamen-
tales (Auto del Tribunal Constitucional 942/1985, FJ 1), vinculados a la 
dignidad humana, lo que hace que la acción de amparo, en principio, sea 
personalísima (Sentencia del Tribunal Constitucional 233/2005, Fj 9 entre 
otras) [...]”.

30	 En este caso concreto la regla del interés legítimo se conecta con la lógica 
procesal sobre la subsidiariedad del recurso de amparo a la que también 
se hace referencia en el texto. Apunta esta conexión Pérez Tremps, P., “El 
acceso al recurso de amparo”..., cit., p. 983, donde recuerda también que 
“como regla general hay que haber sido parte en la vía judicial previa, pero 
el simple dato procesal de haberlo sido no abre el recurso de amparo, que 
solo será viable si existe un interés legítimo vinculado a la protección de un 
derecho fundamental (sentencia del Tribunal Constitucional 92/1997, FJ 
1, por ejemplo)”.
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exigido de la legitimación activa, lo único que hay que comprobar 
en el presente recurso de amparo es si ostenta dicho interés legíti-
mo para solicitar el restablecimiento del derecho fundamental que 
afirma vulnerado. 

Y lo reitera en resoluciones como las SSTC 84/2000, de 27 de 
marzo, 13/2001, de 29 de enero, 240/2001, de 18 de diciembre y 
298/2006, de 23 de octubre.

Esta comprensión amplia de la legitimación, vinculada a la 
existencia de un interés legítimo, si bien descarta la acción po-
pular, ha llevado al Tribunal a reconocer la legitimación de los 
representantes de menores o incapaces sin capacidad plena para 
la defensa de sus propios derechos fundamentales (por todas, 
STC 99/2019, de 18 de julio), de colectivos sin personalidad ju-
rídica (STC 214/1991, de 11 de noviembre), de los sucesores 
testamentarios (por todas, STC 26/2020, de 24 de febrero) y de 
sindicatos y asociaciones para defender los intereses profesio-
nales de sus miembros o sus fines estatutarios (así se reconoce, 
por ejemplo, en las SSTC 31/1984, de 7 de marzo, 180/1988, 
de 11 de octubre, 47/1990, de 20 de marzo, 284/2006, de 9 de 
octubre).

Pero algo más complicado ha sido reconocer la legitimación 
para la defensa de intereses difusos o de intereses colectivos.31 Es 
cierto que en algún supuesto puntual el Tribunal Constitucional 
ha reconocido que la defensa de un interés colectivo puede po-
ner de manifiesto la concurrencia de un interés legítimo. Con la 
cita de la STC 214/1991, de 11 de noviembre, paradigmática en 
relación con la definición de la legitimación del amparo consti-
tucional, puede afirmarse que si bien el Tribunal rechaza el ejer-
cicio de la acción popular (así se plasma en las SSTC 62/1982, 
62/1983, 257/1988, 123/1989 y 47/1990), asume la posibilidad 
de reconocer interés legítimo a un miembro de un grupo étnico o 
social determinado cuando se trate de promover la defensa de un 
derecho personalísimo (honor por ejemplo) de los integrantes 

31	 Algún autor habla de los intereses generales de la comunidad, es el caso de 
González Trevijano, P.J., op. cit.; Pérez Tremps P., “El acceso al recurso de 
amparo”..., cit., también ejemplifica la exclusión de supuestos de defensa de 
intereses difusos con la cita de los AATC 158/1992 y 1178/1988. 
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de ese grupo. En el caso en concreto resuelto por la sentencia, 
la recurrente era una mujer judía, víctima de la persecución nazi 
durante la Segunda Guerra Mundial, que interpuso un recurso de 
amparo contra declaraciones de contenido negacionista. El Tri-
bunal afirma en su resolución que 

[...] desde su doble condición, de ciudadana de un pueblo como el 
judío, que sufrió un auténtico genocidio por parte del nacionalso-
cialismo, y de la de descendiente de sus padres, abuelos matemos 
y bisabuela (personas todas ellas que fueron asesinadas en el refe-
rido campo de concentración), forzoso se hace concluir que, sin 
necesidad de apelar aquí a la referida legitimación por «sucesión» 
procesal del derecho subjetivo al honor de sus parientes fallecidos 
(al amparo de los arts. 4.2 y 5 de la L.O. 11/1982, de protección 
del derecho al honor), que también cumpliría la recurrente, la in-
vocación del interés que la demandante efectúa en su escrito de 
demanda en relación con las declaraciones del demandado, negado-
ras del referido exterminio y atributivas de su invención al pueblo 
judío, merece ser calificado de “legítimo” a los efectos de obtener 
el restablecimiento del derecho al honor de la colectividad judía en 
nuestro país, de la que forma parte la recurrente, por lo que, de con-
formidad también con nuestra doctrina sobre el derecho de tutela, 
ha de merecer de este Tribunal un examen de la totalidad del fondo 
del asunto [...].

Esta misma jurisprudencia ha sido menos flexible cuando 
ha visto menos clara la afectación de intereses propios al tiem-
po que colectivos en pronunciamientos como la STC 217/1992, 
de 1 de diciembre, o en algunos supuestos en que una persona 
jurídica o una institución se arrogaban la legitimación para de-
fender los intereses de los integrantes de la institución: así en la 
STC 141/1985, de 22 de octubre, se niega la legitimación de un 
sindicato para defender el derecho a la libertad de expresión de 
sus miembros, o en los AATC 192 y 193/2010, de 1 de diciem-
bre, se niega la legitimación de una asamblea autonómica para 
interponer un recurso de amparo en defensa de los derechos de 
participación política de sus integrantes.32 

32	 Resultan sumamente interesantes a este respecto las reflexiones de Torres 
Muro, I., “Legitimación en los procesos constitucionales..., cit.
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En todo caso, puede sostenerse, con Pérez Tremps, que se 
trata de una doctrina esencialmente casuística, en la que la natu-
raleza del derecho, el interés defendido, la posición de quien dice 
ostentar la legitimación para acudir en amparo y la capacidad de 
los sujetos individuales para intentar esa misma defensa, resultan 
fundamentales.

2.5. En síntesis

Por tanto, el acceso de las personas, físicas o jurídicas, indivi-
dualmente consideradas, a la jurisdicción constitucional en Es-
paña, se articula: i) de modo directo por la vía procesal del re-
curso de amparo, una vez se han agotado los recursos previos 
en la jurisdicción ordinaria; ii) de modo indirecto a través del 
Defensor del Pueblo, que puede incoar recurso de inconstitucio-
nalidad contra normas estatales o autonómicas con rango de ley, 
y hacer suyas las demandas de personas o grupos que recurran 
a él a través del mecanismo de quejas que prevé la Ley Orgánica 
3/1981, de 6 de abril, del Defensor del Pueblo, iii) y de modo 
también indirecto, a través del órgano judicial del procedimiento 
a quo que bien hace suya una duda de parte, bien pone de relieve 
una duda propia respecto de la norma aplicable para resolver el 
procedimiento.33

Estas dos últimas vías de acceso son, por su escasa utiliza-
ción, o por su carácter indirecto, claramente marginales en lo 
que hace al acceso de los ciudadanos a la jurisdicción constitu-
cional. La vía principal y habitualmente utilizada de acceso di-
recto, sea el perjudicado por la acción de los poderes del Estado 
una persona física o una persona jurídica, es la que proporcio-
na el recurso de amparo en cualquiera de sus tres modalidades 
(recurso de amparo frente a actos sin valor de ley del poder 
legislativo (art. 42 LOTC), recurso de amparo frente a actos del 
poder ejecutivo y la administración (art. 43 LOTC), o recur-
so de amparo frente a resoluciones del poder judicial (art. 44 
LOTC). 

33	 En este mismo sentido véase ibidem, p. 124.
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Más allá de lo dicho, a diferencia de lo que recientemente 
ha decidido la Corte Costituzionale italiana,34 no existe la previ-
sión de intervención del amicus curiae en ningún tipo de proceso 
constitucional, lo que incide, sin duda alguna, en una limitación 
de acceso de determinadas posiciones a la jurisdicción constitu-
cional. Si bien en este caso no hablamos de limitación de acceso 
a esa jurisdicción, sí hablamos de distanciamiento de la jurisdic-
ción constitucional del debate social, del tercer sector, y de un 
eventual empobrecimiento del debate. 

III. El acceso en condiciones de igualdad 
independientemente de los medios económicos 

disponibles: ampliación de acceso35 

La jurisdicción constitucional española es una jurisdicción su-
mamente técnica y especializada, que exige al recurrente acom-
pañarse de una adecuada representación procesal y asistencia 
letrada. Si bien no es así en todos los modelos de jurisdicción 
constitucional, la LOTC contempla expresamente esta obliga-
ción, que opera también como garantía del justiciable, en el ar-
tículo 81.1, bajo la siguiente dicción literal: “[…] Las personas 
físicas o jurídicas cuyo interés les legitime para comparecer en 
los procesos constitucionales, como actores o coadyuvantes, de-
berán conferir su representación a un Procurador y actuar bajo 
la dirección de Letrado. Podrán comparecer por sí mismas, para 
defender derechos o intereses propios, las personas que tengan 

34	 Esa decisión fue adoptada el 8 de enero de 2020 por la Consulta, y ha su-
puesto la modificación, en particular, de los arts. 4 ter y 14 bis de las “Nor-
me integrative per i giudizi davanti alla Corte Costituzionale”.

35	 Este apartado integra parte del informe presentado por el Tribunal Consti-
tucional Español al Seminario de la Conferencia Iberoamericana de Justicia 
Constitucional celebrado en Cartagena de Indias (Colombia) del 20 al 22 
de noviembre de 2019, bajo el título “El acceso a la justicia constitucional 
como objetivo fundacional de la Conferencia Iberoamericana de Justicia 
Constitucional”. El documento, elaborado en esta parte por la firmante de 
esta contribución, está disponible en su edición completa en la página web 
de la conferencia https://www.cijc.org/es/seminarios/2019-CartagenaIn-
dias/Documentos%20CIJC/Respuestas%20al%20cuestionario-España%20
vf.pdf
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título de Licenciado en Derecho, aunque no ejerzan la profesión 
de Procurador o de Abogado [...]”.

Ahora bien, como el propio Tribunal reconoce, entre otras, 
en su STC 105/1995, de 11 de junio, “[...] cuando la ley impo-
ne la obligatoriedad de la asistencia de Abogado y Procurador 
para la válida realización de los actos procesales, este requisito 
de postulación procesal no puede convertirse en una carga para 
el justiciable que carece de recursos económicos, que se erija 
en obstáculo insalvable para el acceso a la jurisdicción o, en su 
caso, al recurso preestablecido, pues no es admisible constitu-
cionalmente hacer depender de una institución ajena al litigante 
el efectivo cumplimiento de los requisitos procesales capaces de 
determinar, en su caso, la inadmisión de los recursos [...]”.

Por tanto, garantizar un adecuado acceso de los individuos a 
la jurisdicción constitucional, pasa por imponerles una asistencia 
técnica adecuada y especializada a ser posible, por proporcionar-
les la misma cuando no tengan un abogado de su confianza, y 
por asegurar que el coste económico derivado de esa asistencia 
pueda ser sufragado con fondos públicos si la persona no tiene 
medios suficientes para litigar.

Estas cuestiones son abordadas por el Pleno Gubernativo del 
Tribunal Constitucional español, en ejercicio de sus competen-
cias autorregulatorias (art. 2.2 LOTC), mediante un acuerdo de 
18 de junio de 1996 sobre asistencia jurídica gratuita en los pro-
cesos de amparo constitucional.36 Del contenido normativo del 
acuerdo se puede extraer que, cuando una persona decide inter-
poner un recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional, se 
pueden dar varias situaciones distintas en lo que hace a la garan-
tía de accesibilidad y a la asistencia jurídica: 

1. El recurrente puede acudir al Tribunal con su abogado y 
con procurador de su elección y a su costa, en cuyo caso el re-
curso se tiene por formalizado en el momento en que se presenta 

36	 El acuerdo se aprueba en desarrollo del art. 80 LOTC, que remite a su vez a 
la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial (LOPJ) y a la Ley 
1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil (LECiv) para la regulación 
de la comparecencia en juicio, dentro de la que se comprende la defensa 
jurídica gratuita.

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
https://www.juridicas.unam.mx/  
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

https://revistas.juridicas.unam.mx/  Libro completo en 
https://tinyurl.com/4fy5p7nd

DR © 2021. Instituto de Estudios Constitucionales 
del Estado de Querétaro



El acceso a la jurisdicción constitucional en España…

49 | 

ante el registro, quedando sujeto a los plazos que establecen los 
arts. 42, 43 y 44 LOTC, en virtud de la modalidad de recurso de 
amparo de que se trate. 

2. El recurrente puede haber sido beneficiario de justicia gra-
tuita en el procedimiento de instancia,37 habiendo sido asistido 
por procurador y letrado del turno de oficio habilitado para asis-
tir también en amparo. En este caso se presentará la demanda 
teniéndose por planteado el amparo en la fecha de registro, por 
lo que debe personarse ante el Tribunal dentro del plazo legal 
previsto en la LOTC (art. 6 del acuerdo). El artículo 3 del acuer-
do, que contempla esta circunstancia, pone de manifiesto que la 
habilitación del abogado del turno se dará cuando la “resolución 
que agote la vía jurisdiccional previa al recurso de amparo haya 
sido dictada por un órgano judicial con sede en Madrid”, lo que 
presupone además que el abogado es del colegio de abogados de 
Madrid y ha seguido el correspondiente curso de especialización 
del turno de oficio de amparo.38

3. El recurrente puede haber sido beneficiario de justicia gra-
tuita en el procedimiento de instancia, habiendo sido asistido por 
procurador y letrado del turno de oficio que no está habilitado 
para asistir también en amparo. Esta circunstancia viene regulada 
en los artículos 4 y 7 del acuerdo, cuando el Tribunal se refie-
re a los recursos de amparo planteados tras agotar una vía judi-

37	 El beneficio de justicia gratuita se concede en los casos que contemplan los 
arts. 2 a 5 de la Ley 1/1996, de 10 de enero, cubriendo lo previsto en el art. 
6 de la misma norma. 

38	 Existe la posibilidad de que el abogado de oficio que ha asistido al recurren-
te en la vía judicial previa manifieste ante el Tribunal, la insostenibilidad 
del recurso de amparo frente al criterio de su defendido. Ante este plantea-
miento del abogado que venía conociendo del asunto, el art. 5 del acuerdo 
prevé que el recurrente pueda plantear el amparo con otro letrado de su 
elección o con un segundo letrado del turno de oficio, dando una nueva 
opción al planteamiento del recurso. En este caso el plazo para formalizar 
la demanda de amparo es el que marca la ley (20 días para los amparos del 
art. 43 LOTC y 30 días para los amparos del art. 44 LOTC), a contar des-
de el día en que se notifique al interesado la decisión de la Comisión de 
Asistencia Jurídica Gratuita, si fuere desestimatoria y por tanto exigiera 
el nombramiento de abogado de elección propia, o desde el día en que se 
produzca la designación del segundo abogado de oficio. 
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cial previa que no ha concluido en un órgano judicial con sede 
en Madrid. En este caso el amparo se tiene por anunciado, sin 
formalizar, con un escrito firmado por el procurador (o incluso 
por el abogado de la vía judicial previa), y presentado dentro de 
los plazos previstos en los artículos 43 y 44 LOTC, comunicando 
la intención de interponer el recurso, exponiendo sucintamen-
te una relación circunstanciada de los hechos en que se funde 
su pretensión, solicitando que se designe abogado, y en su caso 
procurador del turno de oficio, y acompañando el escrito con 
copia o testimonio de las resoluciones judiciales que pretendan 
impugnar en amparo, la acreditación de la fecha en que les hayan 
sido notificadas y la certificación del derecho a la asistencia ju-
rídica gratuita que previamente se les haya reconocido. Con este 
escrito de anuncio se interrumpen los plazos de prescripción de 
la acción de amparo, y se tramita por la secretaria de justicia del 
Tribunal Constitucional (disposición adicional cuarta del acuer-
do) la designación de un abogado del turno de oficio de amparo. 

Lo más habitual es que el Tribunal tramite la solicitud de abo-
gado y procurador, antes de analizar incluso la viabilidad de la 
pretensión lo que supone una garantía extrema de los derechos 
del justiciable, y un esfuerzo del sistema que es imprescindible 
reconocer. Pero, ocasionalmente, el Tribunal puede llegar a de-
negar la designación de abogado y/o procurador del turno de ofi-
cio por alguno de los siguientes motivos: a) que el escrito inicial 
del interesado se haya presentado fuera del plazo previsto en los 
artículos 43 y 44 de la LOTC; b) que el enjuiciamiento de la ma-
teria a que se refiera la impugnación no corresponda a la compe-
tencia del Tribunal Constitucional; c) que las resoluciones que se 
pretendan impugnar no sean susceptibles de recurso de amparo 
constitucional, o d) que no se haya agotado la vía judicial pro-
cedente o todos los recursos utilizables dentro de la vía judicial.

Tampoco es infrecuente que, en supuestos como el descrito 
en este apartado, el abogado que ha venido asistiendo al interesa-
do en el procedimiento de instancia, decida seguir proporcionando 
la asistencia letrada en el amparo, lo que puede hacer si renuncia 
a sus honorarios (arts. 4 y 7 del acuerdo). En este caso solo se 
solicitará la designación de un procurador de oficio, acompañan-
do al escrito de interposición del recurso de amparo la cédula 
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de emplazamiento, la certificación del derecho a la asistencia ju-
rídica gratuita que previamente se haya reconocido y el escrito 
de renuncia del abogado a percibir honorarios en los términos 
establecidos en el artículo 27 LAJG.

4. Por último, el recurrente puede llegar sin ninguna asistencia, 
y presentar por sí mismo el anuncio de la intención de plantear 
el recurso de amparo, lo que es sumamente habitual, por ejem-
plo, en los supuestos en que las personas que están cumpliendo 
una pena privativa de libertad deciden plantear un recurso de 
amparo contra decisiones de la administración penitenciaria. En 
esos supuestos también se tiene por interpuesto el recurso, con 
la interrupción de los plazos procesales que prevén los arts. 42, 
43 y 44 LOTC, pero el amparo queda pendiente de formalización. 
A partir de ese momento la secretaría de justicia competente tra-
mitará la designación de abogado del turno de oficio de amparo.

El acuerdo del Tribunal Constitucional prevé, en estos casos, 
algunas particularidades vinculadas al tipo de recurso de amparo 
que se plantee. Así, el artículo 2 del acuerdo se refiere a los am-
paros del artículo 42 LOTC (contra actos sin valor de ley de los 
poderes legislativos), estableciendo que el anuncio del recurso 
de amparo debe producirse dentro del plazo de los 3 meses que 
prevé el precepto legal, que dicho anuncio deberá venir acom-
pañado de la copia o testimonio de las decisiones o actos que 
pretendan impugnar, y que el interesado debe acreditar que ha 
solicitado ante el Colegio de Abogados de Madrid o ante el juez 
decano de su domicilio el reconocimiento del derecho a la asis-
tencia jurídica gratuita. Una vez se designa, siquiera de modo 
provisional abogado y procurador (art. 15 LAJG), el interesado 
dispone de 20 días para formalizar la demanda de amparo, aun-
que este plazo puede quedar eventualmente suspendido si alguno 
de los interesados impugna la designación definitiva de abogado 
y procurador determinada por la Comisión de Asistencia Jurídica 
Gratuita. En el caso de los amparos planteados contra actos de los 
poderes ejecutivo o judicial (arts. 43 y 44 LOTC) se estará a lo 
previsto para los supuestos en que el recurrente haya sido asis-
tido en la instancia por procurador y letrado del turno de oficio 
que no está habilitado para asistir también en amparo (art. 4 y 7 
del acuerdo), de modo que se tendrá por anunciado el recurso de 
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amparo siempre que se presente dentro del plazo previsto en los 
artículos 43 y 44 de la LOTC, y la secretaría de justicia del Tribu-
nal iniciará los trámites para designar letrado del turno de oficio. 

Por lo que hace al reconocimiento del derecho a la asistencia 
jurídica gratuita en estos supuestos, se actúa del mismo modo 
que en los casos en que los recurrentes que venían siendo asisti-
dos por letrado y procurador de designación propia, o del turno 
de oficio pero a su cargo, incurren en situación de insuficiencia 
económica sobrevenida39 en los términos de los previsto en el 
artículo 8 LAJG. Así, el recurrente debe solicitar ante el Colegio 
de Abogados de Madrid o ante el juez decano de su domicilio el 
reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica gratuita y esa 
solicitud, debidamente comunicada al Tribunal Constitucional 
junto con el escrito anunciando la intención del plantear el recur-
so de amparo, interrumpe el plazo de prescripción de la acción 
de amparo.40 

Hasta aquí la regulación legal. Pero desde aquí apenas se 
pueden plantear algo más que hipótesis. Si bien formalmente 
está asegurada la asistencia jurídica a todos los recurrentes por 

39	 Si la situación de insuficiencia económica sobreviniese con posterioridad a 
la interposición del recurso de amparo, el recurrente o la persona a quien 
se haya tenido por comparecida en calidad de demandada o de coadyuvan-
te deberá presentar ante el Tribunal la certificación acreditativa de haber 
solicitado ante el Colegio de Abogados de Madrid o ante el juez decano de 
su domicilio el reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica gratuita 
(art. 9 del acuerdo).

40	 En último término conviene recordar que el art. 10 del acuerdo prevé que, 
en el caso en que solicite la asistencia jurídica gratuita una vez iniciado 
el procedimiento de amparo y esta sea desestimada, cabe recurso ante el 
TC en los términos de lo previsto en el art. 20 LAJG, concediéndose un 
plazo de tres días para formular alegaciones, y de otros tres para resolver 
la impugnación. Del mismo modo que cabe amparo contra las resoluciones 
judiciales desestimatorias de la impugnación a que se refiere el artículo 20 
LAJG. En estos casos, el Tribunal, salvo que el escrito se hubiere presenta-
do fuera del plazo legalmente establecido, requerirá, sin más, a los respec-
tivos colegios la designación definitiva de abogado y procurador del turno 
de oficio. Y, si el recurso de amparo fuere inadmitido o desestimado, los 
profesionales que hayan asistido y representado al recurrente tendrán de-
recho a percibir de este los honorarios correspondientes a las actuaciones 
practicadas.
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igual, no existen estudios que valoren la calidad o eficacia de esa 
asistencia jurídica. Las estadísticas contenidas en las memorias 
anuales del Tribunal Constitucional no nos ofrecen datos sobre la 
prosperabilidad de los recursos de amparo formulados por abo-
gados del turno de oficio de amparo, ni siquiera sobre los porcen-
tajes de admisibilidad de los mismos. Y ese sería un dato intere-
sante y muy revelador sobre la calidad de esa asistencia jurídica 
que pretende garantizar la accesibilidad de todos, por igual, a la 
jurisdicción constitucional. 

Mi hipótesis es que la calidad de la asistencia no es equivalen-
te. En primer lugar porque el abogado del turno de amparo llega al 
expediente, al recurrente y al caso cuando ya ha finalizado la vía 
judicial previa, de modo que ya nada puede hacer si no se invocó 
en tiempo y forma el recurso de amparo, si debió interponerse 
incidente de nulidad y no se hizo, o si la estrategia de defensa 
del derecho fundamental invocado en amparo fue inadecuada-
mente desarrollada en el procedimiento de instancia. Es decir, en 
muchos de los amparos defendidos por abogados del turno que 
llegan para formular la demanda ante el Tribunal Constitucional, 
poco pueden hacer ya estos abogados para salvar el caso, incluso 
presuponiendo la calidad y buen hacer de su asistencia. La re-
construcción de la estrategia de litigación en materia de derechos 
fundamentales, en fase ya de amparo constitucional, muchas ve-
ces es inviable. Pero, además, estos abogados no acceden a los 
mejores asuntos, a los que plantean problemas constitucionales 
más relevantes. Y es que aunque el asunto haya sido llevado por 
un abogado del turno en instancia, si este abogado ve la viabilidad 
del amparo, y tiene clara la lesión del derecho y la trascendencia 
constitucional del asunto, lo más habitual es que renuncie a los 
honorarios para asistir también en esta fase a su cliente. Y, por 
supuesto, tampoco se puede negar que, en algunas ocasiones, se 
trata de abogados poco motivados o muy sobrecargados de traba-
jo, lo que dificulta su dedicación a asuntos que, como decíamos al 
principio, no son fáciles desde el punto de vista técnico, dado el 
alto grado de especialización y conocimiento de la jurisprudencia 
constitucional que requieren. Si a eso añadimos que el requisito 
de la justificación suficiente de la especial trascendencia consti-
tucional exige un esfuerzo argumentativo notable, y una calidad 
técnica superior a la media, tenemos una combinación altamente 
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desalentadora. Insisto, se trata de una hipótesis, pero una hipóte-
sis basada en la experiencia que debería poderse contrastar con 
datos y un análisis cualitativo más detallado.41 

IV. Digitalización de la justicia  
constitucional: ampliación de acceso42

La digitalización de la justicia es una garantía de acceso a la ju-
risdicción que permite superar barreras físicas y de inversión de 
tiempo. Unas barreras que, como hemos visto en los primeros 
meses de extensión de la pandemia del COVID-19 pueden lle-
gar a suponer dificultades insalvables para el normal desarrollo 
de, entre otros servicios públicos, la jurisdicción, en este caso en 
concreto la jurisdicción constitucional. Si bien la suspensión de 
plazos procesales para la presentación de recursos de todo tipo ha 
sido instaurada como garantía para los justiciables y la adecuada 
prestación, precisamente, de los servicios de asistencia letrada, 
lo cierto es que el Tribunal Constitucional ha podido seguir fun-
cionando durante estos meses al existir un registro electrónico 
habilitado,43 que no ha llegado a cerrarse en ningún momento, y 

41	 Formula un juicio de este tipo Pedro Tenorio, antiguo letrado del Tribu-
nal Constitucional, en Sánchez Tenorio P., “¿Qué fue del recurso de am-
paro ante el Tribunal Constitucional?, Revista de Derecho Político, núm. 
101, enero-abril de 2018, pp. 703-740. En su caso achaca buena parte 
de las inadmisiones de amparo a la defectuosa asistencia letrada, en tér-
minos genéricos y sin hacer distinciones entre la asistencia del turno 
de oficio y la de elección propia. Posiblemente que exista todavía un 
alto porcentaje de inadmisiones por falta de justificación o insuficiente 
justificación de la especial trascendencia constitucional del recurso de 
amparo se deba, efectivamente, a una defectuosa asistencia. Pero la duda 
que me asalta, y que creo que deberíamos ser capaces de responder, al 
menos desde el propio Tribunal Constitucional, es si ese porcentaje se 
vincula, además a la asistencia del turno o no lo hace. Y, en todo caso, 
creo que esas cifras son una llamada de atención al Tribunal que debería 
plantearse reforzar la formación a los abogados, a través de los colegios 
profesionales.

42	 Véase n. 36. Este apartado también está tomado del informe allí citado, 
correspondiendo su autoría a la firmante de este capítulo. 

43	 El cometido del registro electrónico es “la recepción y remisión, por vía 
electrónica, de escritos y documentos, tanto jurisdiccionales como guber-
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un sistema de digitalización de las demandas que ha permitido 
no interrumpir el examen de admisibilidad de los asuntos pen-
dientes de estudio. El acceso, por tanto, ha sido garantizado gra-
cias a la creación del registro electrónico a pesar de las medidas 
de confinamiento asociadas a la declaración del estado de alarma. 
Este salto no se ha producido como consecuencia de la situación 
descrita, pero tampoco se remonta mucho tiempo atrás, datando 
de finales de 2016.44 

Un acceso sencillo, a través de la sede electrónica del Tri-
bunal45 facilita que cualquier persona pueda interponer una de-
manda de amparo o presentar su anuncio. En todo caso “[...] la 
presentación de escritos y documentos a través del Registro Elec-
trónico tendrá carácter voluntario, quedando a salvo el derecho 
de los interesados a presentarlos alternativamente en la Oficina 
del Registro radicada en la sede del Tribunal o en las condiciones 
previstas para los recursos de amparo en el artículo 85.2 de la Ley 
Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal Constitucional 
[...]”.46 La obligación de utilizar el registro electrónico solo podrá 
afectar, en su caso, a los recurrentes o representantes de estos 
que sean personas jurídicas o colectivos de personas físicas que, 
por razón de su capacidad económica o técnica, dedicación pro-
fesional u otros motivos, tengan la disponibilidad de los medios 
tecnológicos precisos. Esa obligación deberá ser determinada, en 

nativos, relacionados con el ámbito de competencias del Tribunal Consti-
tucional” (art. 8 del acuerdo de 15 de septiembre de 2016).

44	 Mediante el acuerdo de 15 de septiembre de 2016, del Pleno del Tribu-
nal Constitucional, se creó el Registro Electrónico. El texto completo del 
acuerdo puede ser consultado en http://www.tribunalconstitucional.es/es/
tribunal/normativa/Normativa/BOE-A-2016-11054.pdf

45	 En la dirección electrónica www.tribunalconstitucional.es 
46	 Art. 10 del acuerdo. El funcionamiento del registro electrónico permite 

presentar escritos y documentos todos los días del año, durante las veinti-
cuatro horas del día, sin perjuicio de las interrupciones necesarias para el 
mantenimiento técnico u operativo (art. 12 del acuerdo), lo que facilita, 
sin duda alguna, la accesibilidad. Ahora bien, esta amplitud no evita que el 
registro se rija por un calendario de días inhábiles, que es el de Madrid. Por 
tanto, según el art. 12.2 del acuerdo “a los efectos del cómputo de plazos, la 
presentación en un día inhábil se entenderá efectuada a las cero horas y un 
segundo del primer día hábil siguiente”.
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los términos que se expondrán, por el secretario general del Tri-
bunal Constitucional. Esta previsión está en sintonía con la fina-
lidad de asegurar el acceso en condiciones de igualdad a toda la 
ciudadanía, formulando los ajustes razonables que sea pertinente 
abordar para facilitar dicho acceso a las personas en situación de 
especial vulnerabilidad.47 

Esa misma idea de los ajustes razonables está en la base de la 
política de protección de datos del Tribunal Constitucional es-
pañol que, en el acuerdo de Pleno Gubernativo de 23 de julio de 
2015, se refiere a la protección de datos personales de los recu-
rrentes, cuando regula la exclusión de los datos de identidad per-
sonal en la publicación de las resoluciones jurisdiccionales.48 El 
acuerdo establece en su artículo 1 que el Tribunal Constitucional 
preservará de oficio, al redactar y publicar sus resoluciones, el 
anonimato de los menores y personas que requieran un especial 
deber de tutela, de las víctimas de delitos de cuya difusión se de-
riven especiales perjuicios y de las personas que no estén consti-
tuidas en parte en el proceso constitucional. Es decir, el Tribunal 
identifica aquí situaciones de especial vulnerabilidad para prote-
ger la identidad de las personas que sufren esas situaciones. En el 
resto de los supuestos, la regla general es la de la publicidad que 
podrá ser excepcionada de oficio, o a instancia de parte, si esta 
estima necesario que no se divulgue públicamente su identidad 
o situación personal. En estos casos, la solicitud de parte lleva a 
la necesidad de que el Tribunal motive si accede o no a la supre-
sión de datos personales, en particular los datos que permitan 
identificarlas, como no identidad. Si se acepta la anonimización, 

47	 El acuerdo atribuye al Secretario General del Tribunal la facultad para de-
sarrollar las normas de funcionamiento del registro (art. 14 del acuerdo), 
para prever, concretamente: a) Los trámites y actuaciones susceptibles de 
efectuarse a través del Registro Electrónico; b) Las personas jurídicas y 
colectivos de personas físicas que resulten obligados a la presentación de 
documentación a través del Registro Electrónico; c) Los sistemas de auten-
ticación y firma electrónica admitidos para la presentación de los docu-
mentos; y d) Los formularios y modelos normalizados de escritos suscep-
tibles de utilizarse a través del Registro Electrónico.

48	 BOE núm. 178, de 27 de julio de 2015. Se puede consultar en la web del Tri-
bunal Constitucional en http://www.tribunalconstitucional.es/es/tribunal/
normativa/Normativa/BOE-A-2015-8372.pdf
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entonces en la publicación de las resoluciones del Tribunal Cons-
titucional, se sustituirá la identidad de las personas interesada 
por las iniciales correspondientes y se omitirán los demás datos 
que permitan su identificación.

Como se recuerda en la STC 58/2018, de 4 de junio, ella mis-
ma relativa al “derecho al olvido” en las hemerotecas digitales, 
el Tribunal sostiene habitualmente, al aplicar lo dispuesto en el 
artículo 164 CE y concordantes relativo a la publicidad de las 
resoluciones de la jurisdicción constitucional, que la exigencia 
constitucional de máxima difusión y publicidad de las mismas 
se refiere a las resoluciones íntegras (STC 114/2006, de 5 de 
abril, FFJJ 6 y 7), y, por tanto, a la completa identificación de 
quienes hayan sido parte en el proceso constitucional respectivo. 
Esta difusión íntegra “permite asegurar intereses de indudable 
relevancia constitucional, como son, ante todo, la constancia del 
imparcial ejercicio de la jurisdicción constitucional y el derecho 
de todos a ser informados de las circunstancias, también las per-
sonales, de los casos que por su trascendencia acceden, preci-
samente, a esta jurisdicción; y ello sin olvidar que, en no pocos 
supuestos, el conocimiento de tales circunstancias será necesario 
para la correcta intelección de la aplicación, en el caso, de la pro-
pia doctrina constitucional” (STC 114/2006, FJ 6). No obstante, 
esta regla general admite, como hemos visto excepciones, y las 
mismas son valoradas, de forma razonada, por el propio Tribunal 
en el marco del procedimiento de amparo, o de la cuestión de 
inconstitucionalidad en que se solicite la garantía del anonimato 
de las partes. 

De entre las muchas herramientas que podrían aún desarro-
llarse para facilitar el acceso al recurso de amparo me gustaría 
destacar una que ya está prevista en el acuerdo, antes referen-
ciado, de 15 de septiembre de 2016: los modelos o formularios. 
A mi juicio, facilitar un formulario tipo a los recurrentes, con un 
número de palabras, páginas o caracteres limitado, no solo es útil 
para agilizar el examen de admisibilidad del recurso de amparo, 
ocupación que sigue exigiendo una inversión de tiempo y medios 
personales bastante notable, sino que también podría facilitar a 
los abogados no expertos en la materia, e incluso a los del turno 
de oficio especializado, una guía útil, especialmente, para supe-
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rar los óbices de admisibilidad o, dicho desde una perspectiva 
más adecuada, para cumplir adecuadamente con los requisitos de 
procedibilidad del recurso de amparo, en particular con la sufi-
ciente justificación de la especial trascendencia constitucional.49 

V. Especial trascendencia sin rostro social:  
limitación de acceso a la jurisdicción

Si bien en el apartado 2.5 de este estudio se ha presentado el 
recurso de amparo como el procedimiento más abierto a la ciu-
dadanía y, por tanto, la vía de acceso más directa al Tribunal 
Constitucional, lo cierto es que esta descripción queda sustan-
cialmente mediatizada por la objetivación del recurso de ampa-
ro que deriva de la Ley Orgánica 6/2007, de modificación de la 
Ley Orgánica del Tribunal Constitucional. Esta reforma impactó 
de forma directa en el acceso a la jurisdicción constitucional, en 
sentido restrictivo, al modificar las condiciones de admisibilidad 
del recurso de amparo. En ello coinciden tanto el Tribunal Cons-
titucional, como la doctrina constitucional que ha escrito largo y 
tendido sobre la reforma,50 como los operadores jurídicos que se 

49	 A este respecto es importante recordar que la carga de justificar la especial 
trascendencia constitucional del recurso es algo distinto a razonar sobre 
la existencia de la vulneración de un derecho fundamental por el acto o la 
decisión impugnado, lo que dificulta sobremanera la redacción de este 
apartado de la demanda, y lleva a un elevadísimo número de inadmisiones 
a trámite de demandas de amparo en las que no se justifica, de forma su-
ficiente, la especial trascendencia constitucional. Véanse, en este sentido, 
las SSTC 17/2011, de 28 de febrero, FJ 2; 69/2011, de 16 de mayo, FJ 3; 
143/2011, de 26 de septiembre, FJ 2; y 191/2011, de 12 de diciembre, FJ 3. 

50	 Sería imposible traer la cita de todos los trabajos relativos a esta materia, 
de modo que me limitaré a citar los más recientes, que a su vez reproducen 
trabajos más antiguos, destacando de entre ellos los escritos por antiguos 
magistrados o letrados del Tribunal, porque me parece que pueden ofre-
cer una visión más precisa, si bien no necesariamente crítica. Así, puede 
acudirse, para profundizar en la materia, a los trabajos de: Matia Portilla, 
F.J y González Alonso, A., op. cit., en particular, en esta obra el trabajo de 
Herminio Losada sobre el recurso de amparo; Padrós Reig, C., “La exigua 
tasa de admisión del recurso de amparo constitucional”, Revista de Admi-
nistración pública, núm. 209, mayo-agosto de 2019, pp. 307-347; Aragón 
Reyes, M., Recurso de amparo 2020-2021. Memento, Madrid, Lefebvre-El 

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
https://www.juridicas.unam.mx/  
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

https://revistas.juridicas.unam.mx/  Libro completo en 
https://tinyurl.com/4fy5p7nd

DR © 2021. Instituto de Estudios Constitucionales 
del Estado de Querétaro



El acceso a la jurisdicción constitucional en España…

59 | 

han visto en la necesidad y en la obligación de aplicarla, especial-
mente los integrantes de la abogacía. 

Como dice la exposición de motivos de la LO 6/2007, “[...] 
frente al sistema anterior de causas de inadmisión tasadas, la re-
forma introduce un sistema en el que el recurrente debe alegar y 
acreditar que el contenido del recurso justifica una decisión so-
bre el fondo por parte del Tribunal en razón de su especial tras-
cendencia constitucional, dada su importancia para la interpreta-
ción, aplicación o general eficacia de la Constitución. Por tanto, 
se invierte el juicio de admisibilidad, ya que se pasa de com-
probar la inexistencia de causas de inadmisión a la verificación  
de la existencia de una relevancia constitucional en el recurso de 
amparo formulado [...]”. Esta inversión del juicio se refleja en el 
artículo 50.1.b LOTC, que exige, como requisito de admisibilidad 
“[...] que el contenido del recurso justifique una decisión sobre el 
fondo por parte del Tribunal Constitucional en razón de su espe-
cial trascendencia constitucional, que se apreciará atendiendo a 
su importancia para la interpretación de la Constitución, para su 
aplicación o para su general eficacia, y para la determinación del 
contenido y alcance de los derechos fundamentales [...]”. Como 
empieza a resultar ya bastante conocido, el concepto jurídica-
mente indeterminado de la especial trascendencia constitucional 
se concreta y desarrolla en la STC 155/2009, que hace una lec-
tura relativamente restrictiva de los supuestos que pueden estar 
dotados, en principio, de Especial Trascendencia Constitucional 

derecho, 2019; Sánchez Tenorio, P., op. cit.; Pérez Tremps, P., “La especial 
trascendencia constitucional del recurso de amparo como categoría cons-
titucional: entre morir de éxito o vivir en el fracaso”, Teoría y realidad cons-
titucional, núm. 41, 2018, pp. 253-270; González Beilfuss, M., “La especial 
trascendencia constitucional como criterio de selección de los recursos 
de amparo”, Anuario de la Facultad de Derecho de la Universidad Autónoma 
de Madrid, núm. 22, 2018, pp. 250-279; Beladíez Rojo, M., “El recurso de  
amparo y la especial trascendencia constitucional”, Revista General de Dere-
cho Constitucional, núm. 25, 2017; Iglesias Bárez, M., “El recurso de amparo 
constitucional en España: la difícil articulación entre el diseño normativo 
del amparo objetivo y la práctica del Tribunal Constitucional en la defensa 
de los derechos fundamentales”, El Tribunal Constitucional español : una 
visión actualizada del supremo intérprete de la Constitución, Madrid, Tébar 
Flores, 2017, p. 129-155; Pérez Tremps, P., El recurso de amparo, Valencia, 
Tirant lo Blanch, 2015. 
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(ETC),51 y que ha sido aplicada de modo aún más restrictivo por 
la jurisprudencia del Tribunal Constitucional que ha venido a su-
mar a la necesidad de que se identifique en el recurso alguna cau-
sa de ETC de las indicadas en la STC 155/2009, la exigencia de 
que existan indicios verosímiles de que se ha producido la lesión 
del derecho fundamental invocado. Si a lo anterior añadimos la 
crítica, casi unánime en la doctrina,52 de la falta de transparencia 
a la hora de aplicar los criterios de especial trascendencia de-
terminados jurisprudencialmente, obtenemos como resultado un 
sistema de admisión restrictivo y poco claro, incluso después de 
que se empezaran a especificar las causas de admisión a trámite 
en aplicación de lo solicitado en el párrafo 46 de la sentencia del 
TEDH de 20 de enero de 2015, asunto Arribas Antón vs. España.

No obstante, es cierto que la finalidad de la reforma legis-
lativa que objetivó el recurso de amparo, ha sido cumplida con 
creces. El objetivo de las modificaciones normativas de 2007 era, 
esencialmente, agilizar el procedimiento de amparo y aligerar la 
sobrecarga del Tribunal Constitucional y esto se ha conseguido. 
Las estadísticas de las memorias anuales53 nos muestran un des-
censo de la pendencia desde 2009, una aceleración de los tiem-
pos de respuesta y una mayor capacidad de resolución de los 

51	 Recordemos que el FJ 2 de la sentencia establece que son causas de ETC: 
a) recursos que planteen un problema sobre el que no haya doctrina (STC 
70/2009); b) recursos que den ocasión al Tribunal para aclarar o cambiar 
su doctrina, como es el caso; c) cuando la vulneración del derecho funda-
mental que se denuncia provenga de la ley o de otra disposición de carácter 
general; d) cuando la vulneración del derecho fundamental traiga causa de 
una reiterada interpretación jurisprudencial de la ley lesiva del derecho 
fundamental y sea necesario proclamar otra interpretación conforme a la 
Constitución; e) cuando la doctrina del Tribunal Constitucional sobre el 
derecho fundamental que se alega esté siendo incumplida de modo general 
y reiterado por la jurisdicción ordinaria, o existan resoluciones judiciales 
contradictorias sobre el derecho fundamental; f) cuando un órgano judicial 
incurra en una negativa manifiesta del deber de acatamiento de la doctrina 
del Tribunal Constitucional; y g) cuando el asunto trascienda del caso con-
creto porque plantee una cuestión jurídica de relevante y general repercu-
sión social o económica o tenga consecuencias políticas generales. 

52	 Véase, por todos, el planteamiento de González Beilfuss, M., op. cit.
53	 Las estadísticas están disponibles en las memorias del Tribunal Constitucio-

nal, https://www.tribunalconstitucional.es/es/memorias/Paginas/default.aspx
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asuntos “de Pleno” (es decir del control de constitucionalidad y 
de los conflictos). Y no puede negarse que parte de la explicación 
radica en la mayor celeridad con que se han tratado los exáme-
nes de admisibilidad, que han llevado a liberar tiempo de trabajo 
para dedicarlo a ir resolviendo los asuntos de Pleno que estaban 
pendientes. Pero existen factores que también explican esta si-
tuación y que no están directamente vinculados a la reforma del 
trámite de admisibilidad del recurso de amparo. De un lado, du-
rante el periodo 2005-2009 se produjo un incremento significa-
tivo del número de recursos de amparo ingresados que subieron 
de los 7 000 de media en los años anteriores (analizando desde 
2000) hasta los más de 11 000 de 2006. Pero ese incremento fue 
localizado y puntual,54 porque a partir de 2010 volvió a recupe-
rarse la media de los 7 000. Y si bien hay quien imputa el descen-
so a los efectos indirectos de la reforma, no hay estudio alguno 
que avale esta conclusión, ni tampoco existe análisis alguno que 
trate de explicar la tendencia del período de crecimiento de de-
mandas. Podemos pensar que el incremento respondía a una ten-
dencia que, de no haberse frenado con la reforma, habría llegado 
a ahogar al Tribunal. Pero, en realidad, desconocemos las causas 
de aquel incremento y no hacemos más que plasmar intuiciones, 
que debieran ser contrastadas en un estudio más profundo, cuan-
do decimos que la reforma generó un efecto de desincentivo. 
Pero lo cierto es que en el mismo período cambió la legislación 
sobre tasas judiciales,55 la regulación sobre la asistencia letrada 
de los extranjeros,56 y el contexto socioeconómico, con lo que 

54	 No solo fue localizado y puntual, sino que coincidió con el período en que 
el Tribunal entró a conocer del recurso contra el Estatuto de Autonomía de 
Cataluña, absorbiendo ese procedimiento un gran número de recursos hu-
manos del Tribunal en un contexto de alta tensión política dentro y fuera 
de la institución. Habría, por tanto, que preguntarse si la reforma impulsa-
da en ese contexto no vino condicionada, precisamente por el contexto. 

55	 La reforma de las tasas judiciales se produjo con la Ley 10/2012, de 20 de 
noviembre, por la que se regulan determinadas tasas en el ámbito de la Ad-
ministración de Justicia y del Instituto Nacional de Toxicología y Ciencias 
Forenses. Sobre el impacto de esta reforma en la administración de justicia 
véase el Boletín Información Estadística núm. 34, junio de 2013, del Consejo 
General del Poder Judicial.

56	 Véase en particular la modificación del art. 22 (sobre asistencia jurídica 
gratuita) de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y li-
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el descenso del número de asuntos llegados al Tribunal puede 
responder a una suma de causas. De hecho, lo más razonable es 
pensar que responde a una suma de causas. 

Ahora bien, este objetivo cumplido, ha llevado aparejado, con 
el descenso del número de admisiones a trámite de recursos de 
amparo, una restricción consecuente del acceso a la jurisdicción 
constitucional por parte de los ciudadanos a través del recurso de 
amparo, que era la vía preferente de acceso. El endurecimiento 
manifiesto del trámite de admisión del recurso de amparo, po-
dría haber significado, al menos desde el terreno de las hipótesis, 
un efecto reflejo de aumento de peticiones a los órganos judicia-
les para que elevasen cuestiones de inconstitucionalidad, siendo 
esta, como hemos apuntado antes, una vía de acceso indirecta a 
la jurisdicción constitucional. Pero no resulta sencillo contrastar 
empíricamente esta hipótesis. No existen datos publicados que 
permitan verificar si quienes sienten que sus derechos han sido 
menoscabados, y que el recurso de amparo ya no es una opción 
factible de encontrar reparación, inciden con más intensidad en 
la solicitud de planteamiento de cuestión de inconstitucionali-
dad en el seno del procedimiento de instancia. El dato que per-
mitiría valorar esta hipótesis con toda certeza, vendría dado por 
el número de solicitudes de planteamiento de cuestiones de in-
constitucionalidad formulados en las demandas de instancia, que 
son respondidas por los órganos judiciales tanto descartándolas 
como asumiéndolas. Pero se trata de un dato estadístico inexis-
tente y sumamente difícil de conseguir. Otra opción, menos pre-
cisa, pero que podría ofrecer cuando menos una aproximación 
cuantitativa interesante, exigiría cuantificar el número de trámi-
tes de audiencia para el planteamiento de cuestiones de incons-

bertades de los extranjeros en España y su integración social, introducida 
por la Ley Orgánica 2/2009, de 11 de diciembre. Este precepto, en su nue-
va redacción, exige la designación de abogado específicamente para la fase 
contencioso administrativa, sin que se considere válida la designación de 
letrado realizada para la vía administrativa previa. Esta modificación supo-
ne la inviabilidad de muchos recursos contencioso administrativos porque, 
materializada la devolución o la expulsión del extranjero, en muchas oca-
siones se pierde el contacto con el mismo y, con ello, la posibilidad de nue-
va designación para continuar el procedimiento contencioso y, en última 
instancia, el recurso de amparo. 
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titucionalidad que se abren en la jurisdicción ordinaria, en los 
que participa el Ministerio Fiscal (art. 35.2 LOTC), y contrastar 
este dato con el número de cuestiones que, efectivamente, se ele-
van por parte de los órganos judiciales. Pero este dato tampoco 
está registrado ni es público, si bien parece más fácil de elaborar, 
cuando menos para la Fiscalía.

La siguiente duda que se plantea es, como la anterior, difícil 
de resolver. Ante la restricción generalizada de acceso al ampa-
ro, sería conveniente valorar si el impacto del adelgazamiento  
de la jurisdicción constitucional ha afectado indistintamente a 
toda la ciudadanía, o ha tenido un particular impacto, por ejemplo, 
en las personas que acceden al Tribunal con asistencia jurídica 
gratuita, o desde posiciones de especial vulnerabilidad. Es cierto 
que, durante estos 13 años el Tribunal ha seguido tratado cuestio-
nes relativas a la vulnerabilidad, la igualdad y la inclusión social.  
En realidad, los temas de interés social y constitucional acceden 
a la jurisdicción constitucional por cualquiera de las vías expues-
tas. La cuestión, por tanto, no es esa, sino si la objetivación del 
amparo57 ha derivado en un alejamiento del Tribunal de deter-
minados perfiles sociales a los que antes atendía y que pueden 
haber percibido una pérdida de legitimidad de ejercicio del Tri-
bunal. Un distanciamiento, aún mayor, de la élite de las togas. 

Pero, como vemos, las certezas son pocas y las dudas abun-
dantes. Y los análisis doctrinales no abordan esta perspectiva del 
problema que exige un análisis de datos de los que no se dispo-
ne, pero que sería necesario empezar a tratar. Buena parte de la 
doctrina, en cambio, aboga por ir más allá en la objetivación del 
recurso de amparo,58 basándose en un análisis de la aplicación 
del criterio de la ETC que constata la incoherencia de la apli-
cación de la exigencia en muchos casos que no parecen encajar 
adecuadamente en las causas definidas en la STC 155/2009, y la 
sobrerrepresentación de asuntos relativos al artículo 24 de la CE, 

57	 Sobre esa objetivación, véase ATC 29/2011, de 17 de marzo. Asimismo 
puede consultarse Aragón Reyes, M., “Las dimensiones subjetiva y objetiva 
del nuevo recurso de amparo”, Otrosí, núm. 10, abril-junio de 2012, p. 8; 
Beladíez Rojo, M., op. cit. 

58	 En este sentido resultan de interés los trabajos de González Beilfuss, M., op. 
cit., y Losada, H., en Matia Portilla, F. J. y González Alonso, A., op. cit. 
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una preminencia de la garantía de los derechos procesales que ya 
se producía antes de la reforma y que parece difícil de explicar 
en el nuevo modelo. Sin detenernos ahora en esta cuestión que, 
efectivamente, merecería también una reflexión pausada, lo cier-
to es que un refuerzo de la objetivación, sin una adecuación de 
otros elementos del sistemas de garantías jurisdiccionales de los 
derechos fundamentales, especialmente en sede constitucional, 
solo puede llevar a una mayor distanciación, y a una pérdida de 
posiciones del Tribunal Constitucional como institución garante 
de los derechos en el marco y contexto del sistema jurídico es-
pañol.

VI. Una jurisdicción constitucional  
cuestionada y que debe cuestionarse  

su alejamiento de la ciudadanía

Durante la última década la imagen del Tribunal Constitucional 
español de cara a la opinión pública y también a la opinión aca-
démica se ha ido deteriorando progresivamente. 

Pero un sistema constitucional no puede permitirse el lujo 
de que uno de los pilares fundamentales de ese sistema pierda su 
legitimidad sin responder ante ello, porque esa situación alimen-
ta los discursos corrosivos contra el propio sistema. Podemos 
llamarlos discursos populistas o podemos llamarlos discursos 
antisistema. Y podemos denostarlos, seguramente sea legítimo 
hacerlo, pero sin negarles parte de la razón que subyace en los 
mismos. Identificar esa base razonable del discurso puede per-
mitirnos identificar algunos fallos en el sistema de justicia cons-
titucional para tratar de repararlos, reforzando la legitimidad 
del modelo para contra argumentar con mayor fuerza frente al 
discurso destructivo que no ofrece alternativas. A mi juicio, el 
argumento lógico del discurso crítico se organiza en torno a la 
ya clásica idea de la objeción contra mayoritaria, por lo que debe 
trabajarse en la reducción de esta objeción,59 que viene a ser tan-
to como trabajar en el refuerzo de la legitimidad de la jurisdic-

59	 En este sentido, resulta de sumo interés el trabajo de Ferreres Comella, V., 
Justicia Constitucional..., cit. 
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ción constitucional, porque la dificultad contra mayoritaria tiene 
que ver con la ausencia de legitimidad. 

En el caso del sistema español, se dan además algunas parti-
cularidades propias que también alimentan el discurso crítico, 
si bien no siempre resultan coherentes con la objeción contra 
mayoritaria. 

Se critica el elitismo judicial y la posibilidad de que los ma-
gistrados corrijan la voluntad del legislador que, según estas 
posiciones críticas es la voluntad del pueblo, al tiempo que se 
cuestiona el sistema de nombramientos de los magistrados que 
conduce a reproducir mayorías parlamentarias en el seno del Co-
legio de Magistrados, con algunos sesgos como el centralismo60 o 
la sobrerrepresentación de los dos grandes partidos clásicos del 
antiguo sistema bipartidista. Sin embargo ambas críticas no pare-
cen compatibles entre sí: o el Tribunal debe ser una institución 
representativa de la pluralidad política o no debe serlo. Y si debe 
serlo podemos discutir sobre la adecuada modalidad de nombra-
miento, del mismo modo que si no debe serlo también habrá que 
revisar esas modalidades de nombramiento. Pero no parece co-
herente criticar el sesgo político del Tribunal porque ese sesgo 
es uno determinado, pero admitir que podría tener sesgo en otro 
sentido y entonces no sería criticable. Tampoco parece razona-
ble —quizá sería mejor decir realista— pensar que un Tribunal 
Constitucional está ausente de sesgo político cuando resuelve 
la interpretación del texto constitucional que es, en esencia, un 
texto jurídico que traza y sintetiza las opciones políticas funda-
mentales de una comunidad nacional. La cuestión de los nom-
bramientos de magistrados es, por tanto, uno de los temas sobre 
los que es preciso reflexionar desde el reconocimiento de que 
ningún modelo de nombramiento es neutral, sino que conlleva la 
asunción de uno u otro modelo de Tribunal Constitucional. Sin 
renunciar a la calidad técnica de los magistrados y a su experien-
cia profesional previa, que asegure un adecuado conocimiento 
del sistema jurídico en su conjunto y una especialización diversi-

60	 A este respecto véase Bustos Gisbert, R., “La controvertida composición y 
renovación de los órganos judiciales situados en la cúspide”, Anuario de la 
Facultad de Derecho de la Universidad Autónoma de Madrid, núm. 22, 2018, 
pp. 217-256.
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ficada, puede buscarse un modelo de elección distinto del actual 
que permita superar algunas de las críticas existentes como los 
sesgos de procedencia geográfica, edad, género, o vínculos polí-
ticos directos. 

Se critica la posibilidad de que el Tribunal Constitucional 
controle las normas aprobadas en referéndum, directamente por 
la ciudadanía, al entender que la legitimidad democrática de este 
procedimiento de aprobación de disposiciones legales, supera 
cualquier legitimidad de ejercicio que pueda tener la jurisdicción 
constitucional.61 Una parte del discurso independentista catalán 
se basa precisamente en la actuación del Tribunal Constitucio-
nal español al conocer el recurso de inconstitucionalidad nú-
mero 8045-2006, contra diversos preceptos de la Ley Orgánica 
6/2006, de 19 de julio, de reforma del Estatuto de Autonomía 
de Cataluña. La STC 31/2010, de 28 de junio apenas declaró in-
constitucionales catorce preceptos, después de casi cuatro años 
de deliberaciones, y formuló la interpretación conforme de otros 
veintisiete, lo que cuantitativamente no parece demasiado te-
niendo en cuenta el alcance del recurso y la extensión del Esta-
tuto. Pero fue suficiente para soportar un discurso de oposición 
radical frente a su autoridad que se ha venido reforzando con el 
paso de los años por el intenso protagonismo de la jurisdicción 
constitucional en la evolución del conflicto catalán.62 Una par-

61	 Sobre esta cuestión profundiza el trabajo de López Rubio, D., Justicia cons-
titucional y referéndum. El control judicial de las normas aprobadas por los 
ciudadanos, Madrid, Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, 2020. 

62	 Los comentarios doctrinales sobre la jurisprudencia constitucional en una 
década de conflicto independentista son numerosos. Pueden citarse aquí 
los trabajos de Bar Cendón, A., “El proceso independentista de Cataluña 
y la doctrina jurisprudencial; una visión sistemática”, UNED. Teoría y Rea-
lidad Constitucional, núm. 37, 2016, pp. 187-220 o, en el mismo número 
el trabajo de Castellá Andreu, J. M., “Tribunal Constitucional y proceso 
secesionista catalán; respuestas jurídico-constitucionales a un conflicto 
político-constitucional”, UNED. Teoría y Realidad Constitucional, núm. 37, 
2016, pp. 561-592; Roig i Molés, E., “Procés sobiranista i Tribunal Consti-
tucional. Anàlisi d’un impacte recíproc”, Revista Catalana de Dret Públic, 
núm. 54, 2017, pp. 24-61; y Bárcena, J. de M., “El proceso soberanista ante 
el Tribunal Constitucional”, Revista Española de Derecho Constitucional, 
núm. 113, mayo-agosto de 2018, pp. 136-166, https://doi.org/10.18042/
cepc/redc.113.05 
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te de la crítica se afrontó con la reforma de la Ley Orgánica del 
Tribunal Constitucional y la recuperación del procedimiento del 
control previo de constitucionalidad de los Estatutos de Autono-
mía materializada en la Ley Orgánica 12/2015, de 22 de septiem-
bre. Que proporcionar un contraargumento a la crítica a la inter-
vención del Tribunal frente al Estatuto de catalán de 2006, era un 
objetivo del legislador se deduce claramente de la exposición de 
motivos de la ley orgánica, donde se dice literalmente 

[...] para evitar el cuestionamiento constitucional e institucional y 
vertebrar con rigor jurídico y cohesión social el Estado, se torna 
necesario y conveniente restablecer, adaptándolo a la actual confi-
guración del Estado, el recurso previo de inconstitucionalidad, eso 
sí, sólo para los Proyectos de Estatutos de Autonomía y sus pro-
puestas de reforma [...]. En definitiva, se hace necesario garantizar 
el, no siempre fácil, equilibrio entre la especial legitimidad que tie-
nen los Estatutos de Autonomía como norma institucional básica 
de las Comunidades Autónomas, en cuya aprobación intervienen 
tanto las Comunidades Autónomas como el Estado y, en ocasiones, 
el cuerpo electoral mediante referéndum, y el respeto de dicho tex-
to al marco constitucional, construido alrededor de la Constitución 
como norma fundamental del Estado y de nuestro ordenamiento 
jurídico [...]. 

Pero la cuestión no está definitivamente resuelta y quizá solo 
una nueva redacción del Estatuto, con un nuevo control y un 
nuevo referéndum, sean capaces de cerrar este ciclo. 

Y se critica desde algunos operadores jurídicos, particular-
mente desde el sector de la abogacía, la reforma del 2007 en rela-
ción con la objetivación del recurso de amparo. Crítica también 
formulada por algunos teóricos aunque no siempre en sentido 
coincidente con el que manifiesta la abogacía. Si se analizan los 
datos estadísticos de los últimos años se puede verificar que el 
muy exiguo porcentaje de admisión a trámite de los recursos de 
amparo, que ha estado rondando el 1% durante mucho tiempo, 
muestra una tendencia al incremento en los últimos dos años. 
Si en 2017 se admitieron a trámite un 1.1% de los recursos de 
amparo tratados (no los ingresados, sino los efectivamente exa-
minados en el trámite de admisibilidad), en el 2018 la cifra rela-
tiva se elevó hasta el 1.8% y en el 2019 hasta el 2.79%. Al mismo 
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tiempo el nivel de pendencia del resto de procesos ha descendi-
do de forma notable. A finales de 2019 quedaban pendientes de 
sentencia 151 asuntos, 75 de ellos del Pleno, sabiendo que una 
parte de esos asuntos son también recursos de amparo abocados. 
Habrá que verificar si la tendencia se mantiene pero, de ser así, 
eso significaría que el Tribunal ha resuelto el problema de los 
tiempos de resolución y de la excesiva pendencia y que, simul-
táneamente, va flexibilizando el trámite de admisión de amparo. 
Eso vendría a significar, asimismo, que tal y como valoran algu-
nos autores y buena parte de la abogacía, durante una década el 
Tribunal aplicó una interpretación ultra restrictiva de la reforma 
del 2007 de manera que cerrando la puerta al recurso de amparo 
pudo manejar mejor el flujo de trabajo para dedicarse al resto de 
procedimientos, liberando poco a poco la acumulación de asun-
tos. La cuestión es si esa aplicación reduccionista ha sido o no 
ha sido dañina para la legitimidad del Tribunal Constitucional 
como juez de los derechos y libertades y, como consecuencia, 
también como institución básica del sistema de garantías de la 
Constitución. 

Desde luego, para los activistas de los derechos humanos, las 
organizaciones del tercer sector, los abogados y abogadas que 
trabajan en la defensa y promoción de los derechos, y la doctrina 
más crítica con la jurisprudencia del Tribunal Constitucional en 
el último período, la pérdida de legitimidad es evidente. Prueba 
de ello es el incremento en el recurso a los comités de naciones 
unidas en este mismo período, al TEDH o al Tribunal de Justi-
cia de la Unión Europea, sobre todo en materia de igualdad y de 
protección a los consumidores que, en muchos casos, se ha tra-
ducido en una protección más intensa de los intereses económi-
cos de las personas particularmente afectadas por la crisis o en 
una garantía de derechos sociales, como el acceso igualitario a las 
pensiones, por ejemplo. Es cierto que ese incremento también ha 
podido deberse al refuerzo del sistema de protección multinivel 
de los derechos, o a la suscripción de los protocolos que articulan 
los sistemas de peticiones o quejas individuales del Sistema de 
Naciones Unidas. Obviamente no existe una sola razón que justi-
fique la mayor litigiosidad internacional. Pero, del diálogo con los 
agentes sociales, incluso con los titulares de órganos de la juris-
dicción ordinaria, se deduce rápidamente una preferencia por la 
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vía internacional, a veces percibida como más ágil, a veces como 
más fiable —no olvidemos las críticas a la falta de transparencia 
relativa al criterio de la especial trascendencia constitucional— y 
siempre como más garantista. 

Cosa distinta es que las opiniones de este sector crítico ha-
yan trascendido al sector de opinión afín a los populismos anti-
sistema. Sobre ello tengo más dudas y creo que es necesario un 
estudio más profundo de los flujos de ideas en este sentido para 
formular una valoración certera. En principio parece contra in-
tuitivo, pero no se puede descartar categóricamente. 

En todo caso hay que plantear seriamente la recuperación de 
la legitimidad de ejercicio del Tribunal analizando las posibili-
dades de reforma del sistema de nombramientos de un lado, y a 
través de recuperación del Tribunal Constitucional como corte 
de los derechos y las libertades por otro lado. Y en relación con 
este último punto hemos visto, a lo largo de estas páginas, donde 
están los problemas:

1.	 El modelo de asistencia jurídica gratuita y del turno de oficio de 
amparo debería actualizarse para adecuarlo al nuevo modelo de 
acceso telemático al Tribunal Constitucional. Habría que plan-
tearse por qué razón hoy sigue siendo necesario pasar por un 
abogado del turno de oficio de Madrid para plantear un recurso 
de amparo que ya puede presentarse a través del registro elec-
trónico. En la actualidad todo el expediente se digitaliza, inclu-
so las actuaciones cuando es necesario y esa documentación se 
puede facilitar a cualquier abogado, sin necesidad de que este 
se persone para consultarlo de forma presencial, de modo que 
no se justifica la centralización del servicio. De hecho para un 
abogado que llega al expediente de amparo, sin haber segui-
do el asunto en las instancias previas, quizá fuera mucho más 
ilustrativo poder acceder al recurrente de forma directa que al 
expediente, y para ello es mucho más razonable estar cerca de 
donde está ese recurrente que físicamente próximo a la sede 
del Tribunal Constitucional. Cuestión distinta es que fuera ne-
cesario descentralizar también la formación del turno de oficio 
de amparo, e impartirla en distintos Colegios de Abogados del 
territorio nacional. Pero, de nuevo, hoy existen fórmulas para 
asegurar la formación continua de abogados y abogadas, e in-
cluso su especialización, a través de plataformas de aprendizaje 
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en línea. Entiendo que esta sería una fórmula interesante para 
“sacar” la jurisdicción constitucional de Madrid y acercarla a 
otros territorios del Estado. Para aproximarla y hacerla más ac-
cesible a más ciudadanos. 

2.	 Si bien, como se ha expuesto en estas páginas, la invocación 
de un interés legítimo descarta la acción popular en el ampa-
ro, esta vinculación era congruente con el diseño del recurso 
de amparo como un instrumento procesal de protección de si-
tuaciones subjetivas. Pero si admitimos, como hace la mayoría 
de la doctrina, que el amparo se ha objetivado tras la reforma 
del 2007 y optamos por mantener esa dinámica de objetivación 
y reforzarla, como también defiende una parte de los autores, 
parece razonable replantearse la legitimación para interponer 
el amparo y valorar la posibilidad de introducir la acción po-
pular en el recurso de amparo, como mecanismo para reforzar 
la garantía en abstracto de la Constitución. Si admitimos que 
se ha producido una mutación constitucional en este punto, a 
raíz de la reforma del trámite de admisibilidad del recurso de 
amparo, y hoy la función principal del recurso de amparo es  
servir como mecanismo de garantía abstracta de la interpre-
tación constitucional, deja de tener sentido la exclusión de la 
acción popular como mecanismo de acceso a la jurisdicción 
constitucional de amparo. 

3.	 Frente a la opción por una objetivación mayor del recurso de 
amparo con una apertura de la legitimación, también se encuen-
tra la alternativa de dar un paso atrás en esa línea recuperando 
un recurso de amparo más abierto. Sin pasar por una nueva 
modificación de la Ley Orgánica, el propio Tribunal podría op-
tar por una modificación es sus dinámicas de trabajo internas63 
que llevasen a la flexibilización del examen de admisibilidad,  
lo que parece estar sucediendo ya a juzgar por el incremento 
de admisiones en el último año. El problema es que esta opción 
vendría a incidir en las críticas vinculadas a la falta de transpa-
rencia y a la excesiva discrecionalidad del modelo de selección 
de asuntos, a las que ya nos hemos referido. Pero seguramente 
se trataría de una crítica más académica que procedente de los 
recurrentes, si estos vieran aumentar sus posibilidades de acce-
der al recurso de amparo. 

63	 Estas son descritas con detalle en el trabajo de Losada, H., en Matia Porti-
lla, F. J. y González Alonso, A., op. cit. 
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Como sostiene Ferrajoli “es evidente que los fundamentos de 
la legitimidad de las funciones judiciales —la verdad alcanzable 
en un procedimiento jurisdiccional o administrativo, la sujeción 
solamente a la ley, el papel mismo de garantía de los derechos 
fundamentales— son siempre relativos, imperfectos y aproxi-
mativos. Se trata, en realidad, de principios y de convenciones 
normativas. De modo que siempre están justificadas la duda y 
la crítica respecto a su grado de efectividad”.64 Efectivamente, la 
crítica siempre es posible y siempre es necesaria. Pero es aún más 
necesario sacar de la crítica, incluso de la más feroz y destructiva, 
elementos de perfeccionamiento del sistema, para evitar su des-
aparición por falta de legitimidad. La legitimidad, en el caso de la 
jurisdicción constitucional, está basada en la independencia y, al 
tiempo, en las funciones de garantía de los derechos y libertades 
y de la preservación del Estado de derecho. Y las garantías proce-
sales en el desarrollo de la función jurisdiccional son esenciales. 
Por eso el acceso a la jurisdicción constitucional, como garantía 
procesal del ciudadano, está en el corazón de la idea de legitimi-
dad de la jurisdicción constitucional.
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